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			A Mariano, por quererme, sostenerme
y acompañarme siempre.

			«La poesía no está de moda, las novelas policíacas, las biografías de los tiranos, las películas americanas y las series de televisión británicas están de moda. La política está de moda. La moda está de moda. Las relaciones están de moda, la sustancia no está de moda. Los pantalones entubados, los vestidos con estampados de flores, las perlas en la ropa, los jerséis rojos, los abrigos a cuadros, los botines plateados y los pantalones vaqueros con apliques están de moda.

			Las bicicletas y los patinetes están de moda, los maratones y los medio maratones, la marcha nórdica; no está de moda detenerse en medio de un prado primaveral ni la reflexión… Un momento de reflexión es “peligroso” para la salud, hay que correr, hay que escapar de uno mismo…».

			Fragmento del discurso del poeta Adam Zagajewski,
Premio Princesa de Asturias de las Letras 2017

			Los aspectos orgánicos y procesales del Registro Civil no están de moda, pero invitan a la reflexión… Y reflexionar, debería estar de moda.
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I. INTRODUCCIÓN

			Jurisdicción, Proceso Civil y Registro Civil es, en efecto, un peculiar trinomio y topar con un tema tan interesante como éste nos ha conducido a abordarlo por ser sumamente atractivo dada la complejidad que, sin duda, entraña.

			Y acometer este estudio desde el punto de vista del Derecho Procesal suponía una inmersión en el Derecho registral civil (aunque los autores no le reconozcan entidad propia), en las abundantes y muy variadas normas de distinta naturaleza reguladoras del Registro Civil, en sus interesantes antecedentes históricos (tanto civiles como orgánicos y procesales), en una parcela del Derecho Civil y del Derecho Procesal Civil poco conocida para la doctrina procesalista pero de suma importancia y transcendencia tanto jurídica como política y aun social: los seres humanos estamos ligados al Registro Civil desde que nacemos hasta que fallecemos, sin excepciones, sin distinciones de ninguna clase.

			Por eso es un tema apasionante, pero también un tema difícil de abordar desde la mirada procesal, al que nos hemos asomado con humildad, pero con la decisión de analizarlo y con el convencimiento de que esta materia es, en términos investigadores actuales, muy transversal y, por ello, rica en matices desde la óptica de una de las muchas disciplinas que la atraviesan: el Derecho Procesal.

			Para analizar este tema tan complejo conviene partir del hecho de que una de las grandes noticias jurídicas del año 2020 fue la anunciada entrada en vigor de la nueva Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil (en adelante, LRC de 2011) concretamente para el 30 de abril de 2021, como así efectivamente ocurrió.

			Esta vez, se dijo, sin más prórrogas innecesarias que pudieran obstaculizar la implantación de un nuevo modelo de Registro Civil, moderno, cien por cien informatizado, eficaz y un largo etcétera de calificativos y buenos propósitos que hacían presagiar un cambio absoluto de paradigma alejado de la actual estructura de esta antiquísima institución previamente delineada, como veremos, en la Ley Provisional de Registro Civil de 17 de junio de 1870 (en adelante, LRC de 1870), en la Ley Provisional de Matrimonio Civil de 18 de junio de 1870 (en adelante, Ley Provisional de Matrimonio Civil de 1870) y en el Reglamento para la ejecución de las Leyes de Matrimonio y Registro Civil de 13 de diciembre de 1870 (en adelante, Reglamento de 1870); y, posteriormente, en la Ley de 8 de junio de 1957 sobre el Registro Civil (en adelante, LRC de 1957) y el Decreto de 14 noviembre de 1958 por el que se aprueba el Reglamento de la Ley del Registro Civil (en adelante, RRC de 1958).

			En pocos meses se inició una tramitación récord de la modificación (la enésima) de esta nueva LRC de 2011 que culminó con su entrada en vigor y su no entrada en funcionamiento en 2021 por circunstancias (se decía) de naturaleza estrictamente económicas y organizativas basadas en la imposibilidad de poner en marcha el sistema informático que facilitaría la adecuada implantación de este nuevo modelo de Registro Civil.

			Resulta sumamente complejo desenmarañar el tortuoso discurrir jurídico de la LRC de 2011. Uno se pierde fácilmente en las numerosísimas disposiciones que prorrogan continuamente la entrada en vigor plena de esta norma que, como dice una buena amiga y compañera, parece haber nacido gafada.

			Pero vamos a intentar ordenar este transitar incierto que nos llevará hasta la entrada en vigor de la LRC de 2011 porque de ello depende entender adecuadamente los estrechos vínculos que existen entre, por un lado, un tema tan eminentemente civil y, a veces, tan sospechosamente administrativo e incluso histórico, como es el del Registro Civil, y, por otro, el aspecto orgánico que se focaliza en la figura del Encargado de la Oficina del Registro Civil y, asimismo, las cuestiones estrictamente procedimentales que atañen a la sustanciación de los procesos civiles que traen causa del previo ejercicio de algunas de las funciones registrales civiles.

			
II. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN

			La decisión de estudiar la compleja problemática del Registro Civil desde la óptica del Derecho Procesal como consecuencia de la entrada en vigor de la LRC de 2011 nació de la pregunta de por qué nos habíamos alejado los procesalistas de este tema cuando su vinculación con nuestra disciplina era tan evidente tanto en la figura de los Jueces Encargados de las Oficinas del Registro Civil como en los procesos civiles por los que se sustancian pretensiones de impugnación de las resoluciones y actos de la actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (en adelante, DGSJFP).

			Quizás nos habíamos olvidado de que, en lo que respecta a la vertiente estrictamente procesal de este estudio, como decía GUASP1, «el contenido del derecho procesal lo integran todas aquellas materias que se refieren al ordenamiento jurídico del proceso» y que «para determinarlo, lo que importa es, en consecuencia, la esencia de la materia que se regula y no el emplazamiento formal de la regulación en los cuerpos de derecho positivo» por lo que, por ejemplo, «el Código Civil contiene numerosas disposiciones procesales»; y lo mismo ocurre en el tema de investigación que nos atañe, ya que tanto la LRC de 2011 como la precedente LRC de 1957 y el RRC de 1958 contienen normas procesales que, junto con las que se insertan en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante, LEC de 2000), plantean problemas estrictamente procesales, en relación con los aspectos también exclusivamente procesales del Registro Civil, a los que trataremos de dar respuesta.

			Pocas veces un mismo objeto de investigación nos presenta una problemática que imbrica a varias materias que forman parte del contenido del Derecho Procesal: en nuestro caso, por una parte, el aspecto orgánico residenciado en la figura del Encargado de la Oficina del Registro Civil, y, por otra, la vertiente estrictamente procesal de la sustanciación de las pretensiones derivadas del ejercicio de las funciones registrales y los cauces procesales adecuados para su tramitación (con la obvia reflexión y examen de todos los aspectos de los distintos procedimientos a los que aludiremos en el último de los capítulos de este trabajo).

			No obstante, aparentemente la LRC de 2011 no parecía suscitar problemas en el ámbito estrictamente procesal, aunque al acercarnos más detenidamente a su articulado era fácil encontrarnos, en primer lugar, como hemos mencionado, con una interesante cuestión ubicada en el ámbito orgánico del Derecho Procesal: la pretendida desjudicialización del Registro Civil que colocaba en primer plano de la actualidad jurídica y política la callada y poco reconocida actuación diaria y esencial de los Encargados de la llevanza del Registro Civil desde hace décadas.

			Qué tremenda polémica (justificada para unos, injustificada para otros), se suscitó antes de la promulgación de la LRC de 2011 en torno a qué autoridad o funcionario, distinto de los Jueces y Magistrados, debería ser el Encargado del Registro Civil. Qué enconada discusión sobre esta, se decía, necesaria desjudicialización del Registro Civil. Qué desconocimiento desde lo jurídico y desde lo político de los entresijos del Registro Civil, de su funcionamiento, de sus problemas y sus reivindicaciones, carencias y necesidades de mejora.

			Reconociendo, asimismo, por nuestra parte un somero conocimiento inicial de la problemática procesal que atañe al Registro Civil, la cuestión orgánica de la «desjudicialización» de la llevanza del Registro Civil nos condujo a la cuestión procesal: las resoluciones y actos de la DGSJFP en materia de Registro Civil podían ser impugnados ante los órganos judiciales de la Jurisdicción civil, dando lugar a la incoación de un abanico de procedimientos civiles (especiales e incluso ordinarios, como veremos) de los que la doctrina procesalista apenas se había ocupado vigente la LRC de 1957 y su RRC de 1958 y menos aún tras la promulgación de la LRC de 2011.

			El tema objeto de esta obra monográfica va a consistir, por consiguiente, de un lado, en el análisis de la figura de los Encargados de las Oficinas del Registro Civil desde sus antecedentes históricos hasta la actual atribución de estas funciones registrales a los Letrados de la Administración de Justicia por la sustracción a los Juzgados de Primera Instancia y a los Juzgados de Paz (que actúan en materia de Registro Civil por delegación de aquéllos), y, por otro, en el análisis de los cauces procesales de impugnación de las resoluciones y actos de la DGSJFP en materia de Registro Civil.

			Dicho esto hemos de advertir, por último, que, aun cuando este tema de investigación se pretende circunscribir exclusivamente al ámbito del Derecho Procesal Civil, esta materia está asimismo conectada tanto con las normas que regulan el procedimiento administrativo como con las que rigen el proceso contencioso-administrativo (en particular, en lo que se refiere a la concesión o denegación de la nacionalidad por residencia) y también con normas de Derecho Internacional Privado, disposiciones a las que se aludirá muy puntualmente pero que no serán objeto de examen en profundidad por exceder del objeto de este trabajo. Solo mencionaremos estas cuestiones de naturaleza estrictamente registral civil, administrativa, contencioso-administrativa o de Derecho Internacional Privado en tanto en cuanto posean relevancia por su íntima relación con las cuestiones procesales civiles que, a lo largo de este estudio, serán objeto de análisis.

			
III. UNA BREVE REFERENCIA AL CONTEXTO REGISTRAL CIVIL DE LAS CUESTIONES PROCESALES

			Antes de comenzar con el estudio de las cuestiones orgánicas y procesales derivadas del Registro Civil, creemos que éstas han de contextualizarse desde el punto vista de las normas registrales civiles que lo regulan.

			No tendría razón de ser lanzarse al terreno orgánico y procesal sin antes hacer referencia, siquiera someramente, al avance y novedad que ha supuesto la nueva estructura del Registro Civil desde la entrada en vigor de la LRC de 2011 en comparación con la hasta entonces vigente que preveía la LRC de 1957 y el RRC de 19582, novedad que se predica tanto de la cuestión orgánica de los funcionarios Encargados de la llevanza del Registro Civil (tema sumamente cambiante desde 2011 hasta 2021), como de la cuestión procedimental (absolutamente estable, por el contrario, en los diez años de prórroga de su entrada en vigor).

			Para ello ha de partirse de la base de que el nuevo Registro Civil, a diferencia del concebido por la LRC de 1957, se configura como un Registro único para toda España (art. 3.1 LRC de 2011) y electrónico por lo que el número de Oficinas Registrales debían reducirse considerablemente en relación con las existentes vigente la LRC de 1957 para que el servicio registral civil ganara en eficiencia y sencillez, de tal manera que, conforme a lo dispuesto en el originario artículo 22.1 de la LRC de 2011 «en cada Comunidad Autónoma o ciudad con Estatuto de Autonomía se ubicará al menos una Oficina General del Registro Civil. El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias ejecutivas en la materia podrán crear en sus respectivos ámbitos territoriales, además, una Oficina General del Registro Civil por cada 500.000 habitantes. Excepcionalmente, por razón de la singular distribución de la población o por las características del territorio, se podrán crear otras tres Oficinas Generales en cada Comunidad Autónoma. En atención a las dificultades de acceso derivadas del carácter insular de sus territorios, Canarias y Baleares contarán en todo caso con al menos una Oficina General del Registro Civil en cada una de las islas en que exista un Registro Civil al entrar en vigor la presente Ley».

			Sin embargo, a pesar de que esta reducción del número de Oficinas Encargadas del Registro Civil era objetivo prioritario de la LRC de 2011, lo cierto es que, tras la modificación operada por la Ley 6/2021, de 28 de abril, por la que se modifica la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, finalmente se ha mantenido la misma planta y, por tanto, el mismo número de Oficinas que las previstas vigente la LRC de 1957, al establecer el artículo 22.1 en su nueva redacción, que «existirá una Oficina General del Registro Civil en todas las poblaciones que sean sede de la capital de un partido judicial».

			A ello va directamente preordenado un cambio sustancial en el aspecto orgánico de tal manera que los Registros Civiles Municipales, Central y Consulares de la LRC de 1957 se convierten, respectivamente, en Oficinas Generales, Central y Consulares con funciones no del todo similares a las de las anteriores y a las que el legislador de 2021 añadió las denominadas «Oficinas colaboradoras» y los «puntos de acceso en los Ayuntamientos».

			Preside esta novedosa estructura orgánica del Registro Civil el objetivo de administrativización de las Oficinas y entidades colaboradoras que, a partir de 2021, han de gestionar el servicio registral civil, naturaleza administrativa que se consolida definitivamente con la continuidad de la dependencia jerárquica (ya existente durante el periodo de vigencia de la precedente LRC de 1957) de los órganos encargados de su llevanza de la DGSJFP que, a su vez, sigue dependiendo del Ministerio de Justicia.

			Además, la configuración del Registro Civil como un Registro informatizado y único trae como consecuencia la desaparición de los Libros registrales que son sustituidos por una base de datos electrónica en la que, como prevé el artículo 5 de la LRC de 2011 «cada persona tendrá un registro individual en el que constarán los hechos y actos relativos a la identidad, estado civil y demás circunstancias en los términos de la presente Ley», abriéndose este registro individual «con la inscripción de nacimiento o con el primer asiento que se practique», e inscribiéndose o anotándose «continuada, sucesiva y cronológicamente, todos los hechos y actos que tengan acceso al Registro Civil»; estableciendo, por su parte, el artículo 6 de la LRC de 2011 que a cada individuo se le asignará «un código personal», «constituido por la secuencia alfanumérica generada por el Registro Civil, que será única e invariable en el tiempo».

			Tal herramienta informática, necesaria para la implantación del nuevo modelo, se denomina en la actualidad DICIREG, siendo heredera de la precedente INFOREG con la que convivirá de modo transitorio hasta su plena implantación en la totalidad de las Oficinas del nuevo Registro Civil, y que, a su vez, tuvo su origen en la herramienta informática REGIUS que se implantó como Plan piloto en algunos Registros Civiles (Murcia, Guadalajara, Valladolid y Burgos, entre otros) entre julio y noviembre de 2011.

			En definitiva, con la LRC de 2011 se asiste a un cambio radical de paradigma con efectos tanto en el terreno sustantivo registral como en el ámbito orgánico y procesal, de aplicación escalonada en el tiempo y sujeto a la implantación de DICIREG en la totalidad de las nuevas Oficinas del Registro Civil.

			Para facilitar esta entrada en funcionamiento escalonada, la DGSJFP ha dictado varias Instrucciones entre las que destacan la Instrucción de 16 de septiembre de 2021, por la que se acuerdan las pautas y criterios para apoyar la entrada en servicio efectivo de la aplicación informática Dicireg a partir de la entrada en funcionamiento de la primera oficina conforme a las previsiones contenidas en la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil (modificada posteriormente por la Instrucción de 3 de junio de 2022) y la Instrucción de 9 de julio de 2021, sobre la intervención del Ministerio Fiscal en los procedimientos del registro Civil tras la entrada en vigor de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del registro Civil, a las que haremos referencia a lo largo de este trabajo y que contienen pautas de convivencia entre los sistemas registrales de la LRC de 1957 y de la LRC de 2011 durante el tiempo de entrada en funcionamiento del nuevo sistema.

			En esta introducción queremos dejar constancia de que, a fecha de cierre de este trabajo, se han puesto ya en funcionamiento varias Oficinas del Registro Civil de acuerdo con el nuevo modelo de la LRC de 2011 que han empezado a funcionar en los años 2021, 2022 y 2023, comenzando por las de Madrid y Barcelona y continuando por las hasta ahora aproximadamente 50 Oficinas con sede en las Comunidades Autónomas de Cataluña, País Vasco, Galicia y Baleares.

			Además de completar la plena entrada en funcionamiento de este Registro Civil único para toda España, el legislador tiene algunas «asignaturas pendientes» entre las que destaca especialmente por su importancia y trascendencia la elaboración del nuevo Reglamento del Registro Civil, del que no existe texto alguno y con respecto al cuál solo nos consta la apertura de la «Consulta pública sobre la propuesta de Real Decreto por el que se aprueba el Reglamento del Registro Civil» que fue cerrada a fecha 5 de mayo de 2021 según información publicada por el propio Ministerio de Justicia en su web oficial, lo que supone que el RRC de 1958 siga en vigor y se aplique en tanto no contradiga lo dispuesto en la LRC de 2011.

			Por último, no queremos dejar de mencionar que ya en los años sesenta del siglo pasado uno de los miembros de la Comisión que, finalmente, elaboró la LRC de 1957, PERE RALUY3, había imaginado algo similar a un Registro Civil informatizado, por lo que justo es que se recuerde esta premonitoria reflexión: «Hay que reconocer que en cuanto a la mecanización del servicio pocas novedades contiene la nueva ordenación registral, pero tampoco se advierten en la misma obstáculos decisivos para que en el futuro, y en la medida que las disponibilidades materiales del servicio lo permitan se introduzcan por la Dirección del servicio las técnicas mecánicas que la experiencia haga aconsejables. No hay obstáculo, desde luego, a que se utilicen medios mecánicos de escritura en los asientos, ni siquiera a que por simple Orden ministerial se autorice la expedición de certificaciones literales por fotocopias de los asientos con nota de certificación suscrita por el Registrador —y el Secretario en su caso—. La concentración de los Registros en las grandes poblaciones, cuando el art. 44 del RRC se ponga en ejecución podrá abrir más amplias vías, que en la actualidad, a la “mecanización del registro”»; «quizás en el futuro se deje de llevar el registro en los actuales libros y se introduzcan nuevos medios de archivo de datos de estado civil a base de las modernas técnicas electrónicas, lo que, claro es, habrían de realizarse una previa reforma de la legislación actual; sin embargo, tanto por razones técnicas como económicas, cabe suponer que será preciso que transcurran bastantes años antes que sea necesario reformar la LRC por tal causa».

			A veces, como veremos, la historia se repite y el argumento económico se esgrime una y otra vez como, lógicamente, el mayor obstáculo a la evolución de las instituciones.

			
				
					1 GUASP, J., «Derecho procesal civil», Madrid, 1956, pág. 42.

				

				
					2 Para un estudio comparativo entre la estructura del antiguo y del nuevo Registro Civil, véase CAPILLA RONCERO, F., «Tema 6. El Registro Civil. Eficacia de los asientos. Publicidad y rectificación de los asientos», en AA.VV., Acceso a la Abogacía. Tomo II. Materia civil y mercantil, Madrid, 2023.

				

				
					3 PERE RALUY, J., «Derecho del Registro Civil. Tomo I», Madrid, 1962, págs. 116 y 117 y nota 17.
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I. INTRODUCCIÓN

			Como ya hemos adelantado en el capítulo introductorio, en esta primera parte de nuestro estudio interesa poner de manifiesto el estrecho y obvio vínculo que existe entre los órganos judiciales y el Registro Civil, dado que el legislador, desde la creación de esta institución (tal y como la conocemos en la actualidad) por la LRC de 1870, atribuyó por entonces, como novedad, las funciones de llevanza de los originarios Registros Civiles de ámbito municipal a los Jueces de la entonces llamada «Justicia Municipal».

			Pero ¿qué relevancia puede tener que el legislador de 1870 decidiera atribuir las funciones de llevanza de estos Registros Civiles a los órganos judiciales y, concretamente, a los Jueces de la Justicia Municipal?, ¿fue realmente novedoso que aquellos órganos judiciales asumieran esta función de llevanza de determinados Registros Civiles o, quizás, esta parcial «judicialización» de la función registral civil ya existía, en cierta forma, en tiempos pretéritos en las fases embrionarias de la institución?, ¿qué trascendencia se predica de esta primigenia atribución de la función registral civil a los órganos judiciales que, hoy en día, no nos sorprende por cotidiana y plenamente aceptada? ¿van a continuar (hoy y en el futuro) los órganos judiciales encargados de la llevanza de determinadas Oficinas del Registro Civil ejerciendo funciones de Encargados? o, por el contrario ¿se ocuparán de ello los Letrados de la Administración de Justicia en exclusiva como parece pretender la LRC de 2011 en su última versión de 2021?, ¿es acertada la atribución de estas funciones, finalmente, a los Letrados de la Administración de Justicia tras la entrada en vigor en 2021 de la nueva LRC de 2011?, ¿qué problemas puede plantear esta atribución?, ¿es pacífica esta solución?

			Las respuestas a estas preguntas nos van a conducir, en los epígrafes subsiguientes, al examen de la regulación de la figura del Encargado del Registro Civil (y, particularmente, de los Registros de base municipal) que, a día de hoy, tras la peculiar entrada en vigor de la mencionada LRC de 2011 resulta ser el producto final de los muchos vaivenes políticos y jurídicos a que se ha visto sometida tras, nada más y nada menos, que veinte largos años de confusas, parciales, inesperadas, apresuradas, sucesivas y poco rigurosas entradas en vigor casi por «fascículos» o, si se quiere, por «podcasts».

			La figura del Encargado del Registro Civil interesa desde la óptica del Derecho Procesal en tanto en cuanto no han sido pocas las ocasiones en las que se había cuestionado si a los órganos judiciales, en momentos más próximos en el tiempo a la actual regulación, debía habérseles o no encomendado, en su momento, una función cuya naturaleza, como veremos más adelante, parece distar mucho de la esencia y finalidad que informa el ejercicio de la potestad jurisdiccional asimilándose más a una función meramente administrativa que parece alejarla, además, particularmente, del concepto y contenido de los principios que informan el Poder Judicial.

			Pues bien, para abordar el estudio de la figura del Encargado del Registro Civil desde la óptica del Derecho Procesal vamos a comenzar por el final (o, si se quiere, por el principio, según se vea) con la mención literal de la primera frase del apartado 1 de la Disposición Adicional segunda de la actualmente vigente LRC de 2011 que reza de la siguiente manera: «en la forma y con los requisitos que reglamentariamente se determinen, las plazas de Encargados del Registro Civil se proveerán entre Letrados de la Administración de Justicia»1.

			Aun cuando en un momento posterior de este trabajo aludiremos y examinaremos el texto restante de la mencionada Disposición Adicional segunda de la LRC de 2011, es importante tomar como punto de partida la encomienda que de la llevanza de las nuevas Oficinas Generales y Central2 se hace por el legislador a los Letrados de la Administración de Justicia, porque esta apuesta legislativa es el resultado final de una larga y compleja discusión sobre a cuáles funcionarios públicos distintos de aquellos que integran el poder judicial se refería (y se sigue refiriendo) el apartado II del Preámbulo de la LRC de 2011 (incluso en su redacción actual tras la reforma de 2021).

			Pero hasta llegar a esta definitiva atribución de las funciones de llevanza de determinadas Oficinas del Registro Civil (las nuevas Oficinas Generales y Central) a los Letrados de la Administración de Justicia, el legislador ha ido dando bandazos de unos a otros profesionales en el empeño, en algunos momentos de la historia de nuestro Registro Civil, de «judicializar» la función registral civil y, en otros, de «desjudicializarla» o, si se prefiere, «administrativizarla»3.

			En época reciente, la «administrativización» o «desjudicialización» de la llevanza del Registro Civil, dice el Preámbulo de la LRC de 2011, se había convertido en un objetivo prioritario, imprescindible e ineludible a alcanzar ya que, según se señala en él, es pertinente a la reiterada «modernización de esta institución que con ella se persigue; porque la aplicación al Registro Civil de técnicas organizativas y de gestión de naturaleza administrativa permitirá una mayor uniformidad de criterios y una tramitación más ágil y eficiente de los distintos expedientes, sin merma alguna del derecho de los ciudadanos a una tutela judicial efectiva, pues todos los actos del Registro Civil quedan sujetos a control judicial»4; porque es necesario, a juicio del legislador, «deslindar con claridad las tradicionales funciones gubernativas y judiciales que por inercia histórica todavía aparecen entremezcladas en el sistema de la Ley de 1957; porque en los países de nuestro entorno se ha optado por un órgano o entidad de naturaleza administrativa»; y, por último, porque esta «desjudicialización» o «administrativización» supone «prestar un servicio público de mayor calidad, sin perjuicio de la garantía judicial de los derechos de los ciudadanos».

			No obstante, para entender por qué el legislador de 2011 (y el de 2021) ha optado firmemente por sustraer a los Jueces y Magistrados la llevanza de los Registros Civiles (radicados en territorio nacional) que venían ostentando desde la LRC de 1870, es necesario hacer una crónica histórica para, desde la mirada del Derecho Procesal, recorrer las distintas etapas por las que ha atravesado la figura de los Encargados de los Registros Civiles, dentro y fuera de nuestro país hasta nuestros días.

			Quizás ello nos ayude a entender y explicar el panorama vigente en la actualidad y quizás hasta nos sorprenda que esa pretendida novedad de la «judicialización» o «desjudicialización» de las funciones de los Encargados del Registro Civil no es tal si se examina esta figura a lo largo de distintos periodos históricos que representan contextos jurídicos muy distantes del actual.

			
II. LOS ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LA INSTITUCIÓN DEL REGISTRO CIVIL

			Vaya por delante que en este remontar histórico no es ni mucho menos nuestra pretensión extendernos en exceso, desde el punto de vista registral civil, en un relato exhaustivo y pormenorizado de las distintas y sucesivas etapas históricas por las que ha atravesado esta institución (a todas luces sobradamente conocidas y profusamente analizadas por la doctrina civilista), sino que, por el contrario, el objetivo a alcanzar es otro bien distinto: poner de manifiesto la trascendencia procesal de los tránsitos de un periodo histórico a otro de la institución del Registro Civil y, por ende, de las distintas autoridades y funcionarios a los que se les ha ido encomendando su llevanza.

			Son pocas las obras doctrinales que examinan en profundidad la creación y evolución de la institución del Registro Civil y de las normas que lo regulan desde sus más remotos precedentes históricos hasta la actualidad desde la óptica del Derecho Civil, y prácticamente ninguna desde la óptica del Derecho Procesal.

			Entre los escasos autores que abordan en profundidad la evolución histórica del Registro Civil, destacan, más alejado en el tiempo PERE RALUY5, por razones obvias ya que, como se ha dicho, fue miembro integrante de la Comisión que finalmente elaboró la LRC de 1957 y, más recientemente, LINACERO DE LA FUENTE6, asimismo miembro de la Comisión encargada de la elaboración de la LRC de 2011.

			En las obras de ambos autores (a pesar de la distancia temporal) encontramos una pormenorizada relación de los hitos históricos más destacados que atañen a la gestación e implantación del Registro Civil en España y que, dada su exhaustividad, reproducen otros muchos autores7 que se han ocupado más recientemente de ello.

			Es sumamente interesante e ilustrativo (desde una lectura procesal) el recorrido que, en particular, hace PERE RALUY8 sobre lo que él denomina «evolución histórica de la prueba del estado civil», lógicamente pareja a la de la evolución histórica de la propia creación del Registro Civil (ya que la prueba del estado civil se predica de él) y de la encomienda de las funciones anejas al mismo a una gran variedad de profesionales exclusivamente hasta la entrada en vigor de la LRC de 1957 y su RRC de 1958 (ya que la obra original de este autor se detiene en 1962).

			A decir de PERE RALUY9 los orígenes de la institución del Registro Civil no se hallan en el momento de la creación de los llamados Registros eclesiásticos o Registros parroquiales tal y como la mayoría de la doctrina científica sostenía, sino que afirma que los «instrumentos de prueba del estado civil» ya se habrían creado con anterioridad puesto que habría que tomar en consideración «la existencia de formas específicas de publicidad del estado civil en épocas muy antiguas», mucho más remotas en el tiempo.

			Y, en efecto, para PERE RALUY10 «en las agrupaciones sociales primitivas, la simplicidad de las estructuras sociales y jurídicas, el carácter rudimentario del estado civil que, en gran parte, se desenvolvía en la esfera puramente privada de la familia y apenas repercutía en la órbita propiamente jurídica, y, finalmente, la escasa trascendencia que, por lo general, revestía la prueba de los hechos de estado civil, difícilmente pudo hacerse sentir la necesidad de preconstituir medios de prueba relativos a dicho estado y que dieran al mismo las características de fijeza propios de los títulos de legitimación. Cuando las sociedades primitivas evolucionan hacia formas políticas más complejas, el comercio jurídico alcanza un intenso desarrollo y se pierde la intimidad y el carácter casi familiar propio de las primeras comunidades políticas; surge la necesidad, o por lo menos la conveniencia, de proveer a una específica publicidad del estado civil, de arbitrar instrumentos por medio de los cuáles se preconstituya con ciertas garantías una prueba de los hechos de estado civil y se pueda disponer de un medio de general conocimiento de tales hechos».

			A partir de esta afirmación, PERE RALUY11 estudia pormenorizadamente los antecedentes del Registro Civil, o, al menos, de los «instrumentos de prueba y publicidad del estado civil», a lo largo de varias épocas históricas que él mismo califica de «bosquejo que en modo alguno tiene la pretensión de dibujar el cuadro definitivo sobre la materia», ya que, añade, las fuentes de las que ha extraído la información no son únicas ni son catálogo cerrado, sino, todo lo contrario, susceptibles de ser ampliadas con nuevos datos, objetivo éste de ampliación de estas fuentes históricas al que trataremos de contribuir exclusivamente en lo que atañe a la figura del Encargado del Registro Civil desde un punto de vista estrictamente procesal.

			Pues bien, en este remontar histórico de la propia existencia del Registro Civil (no circunscrita exclusivamente al caso español) y, por ende, de la figura del Encargado del Registro Civil, alude PERE RALUY12 a sucesivas etapas que, sintéticamente, son las siguientes y que nosotros hemos tratado de ampliar ya que este autor se refiere a ellas de una manera somera sin facilitar, en algunos casos, datos adicionales que puedan contribuir a su entendimiento:

			1) La primera de ellas13 la sitúa en Egipto, en China y en Grecia sin mencionar ni fecha concreta ni época histórica concreta.

			De los antecedentes egipcios o chinos no menciona mas que indicios de posibles registros de algunos hechos de estado civil, mientras que, en el caso de Grecia, recogiendo la opinión de DE CASTRO14, alude a que «las fratrías15 [sin explicar qué eran o cuál era su funcionamiento] llevaban un registro y que los jefes de las familias debían comunicar todos los cambios que ocurrían en la casa para su debida consignación».

			Con respecto a las «fratrías» como antecedente de la llevanza de un registro similar al Registro Civil VALDÉS GUÍA16 señala que «la demostración de la ciudadanía en época clásica venía avalada por la pertenencia a dos instituciones, una de carácter más bien religioso, la fratría, y otra de tipo «civil», el demos. Los oradores del siglo IV aluden con frecuencia a esta doble inscripción que se realizaba en la infancia y que era imprescindible no sólo para demostrar la propia ciudadanía, sino también para acceder a la herencia paterna».

			Para este autor «el culto de Apolo Patroos estaba estrechamente vinculado a la fratría. En la fórmula de la dokimasía se hace referencia al demos del padre, de la madre y también al culto de Apolo Patroos y Zeus Herkeios, que equivalía a la pertenencia a una fratría y, como consecuencia, al status de ciudadano. Platón en las Leyes menciona la prerrogativa de esta institución de inscribir a los ciudadanos, presentándolos ante los templos ancestrales (patroos). En otro pasaje, del Eutidemo, menciona que todo ateniense poseía templos domésticos y ancestrales (patroos), citando a continuación los cultos de Apolo Patroos, Zeus Herkeios y Fratrio y Atenea Fratria. En el discurso de Demóstenes, contra Eubúlides, Eusiteo defiende su ciudadanía alegando que fue introducido de pequeño en la fratría y conducido al altar de Apolo Patroos y a los otros lugares de culto. Su padre prestó el juramento acostumbrado afirmando que era hijo de una ciudadana y registrándolo a continuación en el demos (…)»17.

			2) La segunda de las etapas históricas la ubica PÉREZ RALUY18 en Roma sin especificar, asimismo, un siglo o siglos concretos, más allá de aludir, específicamente al Censo organizado por Servio Tulio19 que afirma, no es el único «precedente romano del Registro Civil» aunque «ciertamente el censo constituyó, pese a su finalidad principalmente política, estadística y fiscal, un instrumento incipiente de publicidad de ciertos actos de estado civil» (sin hacer más alusiones al mismo), mencionando la existencia simultánea o sucesiva de una serie de instrumentos probatorios del estado civil que concreta en las «Actas judiciales, como las referentes a la adopción y a la emancipación y a la manumisión de esclavos», las «Actas públicas de nacimiento», las «Actas privadas de nacimiento», «Otros instrumentos de prueba» del estado civil tales como los «instrumentos especiales probatorios de matrimonios y divorcios» o «el uso de tabulae matrimonii», así como «un acta privada llegada hasta nosotros y calificada como testatio»20.

			Para CAÑAS NAVARRO21 la creación del Censo por Servio Tulio constituye uno de los hitos más importantes de su gobierno, ya que «formó un catastro exacto de todos los dominios de Roma. Dispuso que se abriera un libro territorial en el que los propietarios debían inscribir sus fincas junto con todas sus servidumbres, tanto activas como pasivas, así como todos los esclavos y bestias de tiro que en ellas tenían. Se trataba pues de una mezcla de censo de población, catastro y registro hipotecario (…)»; «de acuerdo con TITO LIVIO (1.43.14) en el primer censo realizado por Servio Tulio se registraron 80.000 ciudadanos que según los antiguos historiadores (…) eran los que estaban en edad militar, dentro de los cuales se encontraban tanto ciudadanos en el sentido estricto de la palabra como hijos de familia sometidos a potestad».

			3) Más próximo al concepto actual de Registro Civil sitúa este autor, en tercer lugar de este tránsito histórico, los «Registros eclesiásticos» o «Registros parroquiales» 22 que servían para «dar publicidad a ciertos hechos como el (…) bautismo, matrimonio y exequias fúnebres, hechos que, o afectaban al estado civil o se hallaban en inmediata relación con otros correspondientes a dicho estado».

			Estos Registros parroquiales (creados aproximadamente en el siglo XV) eran, a decir de PERE RALUY23, imperfectos ya que solo se llevaban en algunos lugares y estaban integrados por «meras listas o legajos de hojas sueltas»24, hasta que en el siglo XVI se generalizan y perfeccionan por expreso mandato de las disposiciones adoptadas en el Concilio de Trento de 1563 que «impusieron, para toda la Iglesia, el régimen registral regular, en cuanto a bautismos y matrimonios, a los que se unieron luego, en la práctica, los de defunciones».

			4) Las autoridades civiles, a la vista de la utilidad que reportaban los Registros eclesiásticos, iniciaron, según este autor, un camino de pretendida «secularización» de los mismos que parecen constituir el embrión de los actuales Registros Civiles que operan en nuestro entorno más próximo. Aunque, como veremos más adelante, quizás sea más correcto hablar de controles administrativos y/o políticos de los Registros parroquiales que de unos verdaderos embriones seculares de los actuales Registros Civiles.

			Para PERE RALUY25 existen algunos ejemplos de Registros Civiles «secularizados» en el entorno europeo, fundamentalmente a partir de los siglos XVIII y sobre todo XIX, concretamente en Francia, Reino Unido, Bélgica, Luxemburgo, Holanda o Mónaco. Específicamente, en el último tercio del siglo XIX alude este autor a la profusa creación de Registros Civiles en Italia (1865), Alemania (1875), Suiza (1876) o Japón (1896); y ya, a comienzos del siglo XX, en Portugal (1910) y Rusia (1917), entre otros muchos; aunque en España, para este autor, el comienzo del camino de la secularización de los Registros parroquiales habría que situarlo en el dictado de frecuentes «disposiciones intervencionistas» de los mismos que fueron sucesivamente aprobadas por las monarquías absolutistas de corte francés a lo largo del siglo XVI26 y, posteriormente, otras promulgadas a principios del siglo XIX. A estas últimas aludiremos en profundidad en un momento posterior.

			Detenemos aquí el relato de los antecedentes históricos de la creación de los Registros Civiles con el propósito de enlazar, en el epígrafe siguiente, con el análisis de los antecedentes históricos de la institución en España que nos llevarán hasta el siglo XX en el que la promulgación de la LRC de 1957 y el RRC de 1958 constituirán uno de los hitos más importantes en la construcción de forma casi definitiva del edificio de esta institución que se habrá de mantener en pie hasta bien entrado el siglo XXI en el que la LRC de 2011 dará paso a un nuevo modelo de Registro Civil.

			
III. LOS ENCARGADOS DEL REGISTRO CIVIL EN SU ASPECTO ORGÁNICO: SUS ORÍGENES Y EVOLUCIÓN EN ESPAÑA

			Si en el epígrafe anterior hemos relacionado, siquiera brevemente, los antecedentes históricos del Registro Civil en nuestro entorno más próximo y más allá de él, en el presente epígrafe aludiremos a los antecedentes históricos del mismo en España para fijar nuestra atención en la evolución histórica de la figura del Encargado del Registro Civil que, como veremos, ha ido recayendo alternativamente en autoridades de muy diferente naturaleza y funciones, especialmente desde los albores del siglo XIX hasta bien entrado el siglo XXI.

			España no ha sido obviamente una excepción en lo que a la llevanza de los registros de estado civil se refiere, ya que, al igual que ocurre en los países de nuestro entorno, son los llamados Registros parroquiales, a cargo de los cuales se encontraban los párrocos y los curas párrocos los que constituyeron los precedentes históricos de nuestro Registro Civil tal y como lo conocemos en la actualidad.

			De los antecedentes históricos mencionados en el epígrafe anterior, conviene partir, específicamente (por la estrecha vinculación que con ellos presenta el Registro Civil español), de la creación y puesta en funcionamiento del Registro Civil en Francia que la doctrina civilista27 sitúa en el siglo XVIII, más concretamente a raíz de la promulgación de la Constitución francesa de 3 de septiembre de 1791 que preveía el embrión de esta institución en su artículo 7 inserto en el Título II, precepto constitucional que fue desarrollado por la Ley de 20 de septiembre de 1792 que creó los Registros Civiles franceses; institución regulada con posterioridad de forma más minuciosa por el Código Civil Napoleónico de 21 de marzo de 180428, concretamente en sus artículos 34 a 10729 insertos, asimismo, en su Título II que llevaba por rúbrica «Des Actes de L’état civil».

			Y, en efecto, el mencionado artículo 7 de la Constitución francesa de 1791 disponía expresamente que «(…) el Poder Legislativo establecerá para todos los habitantes, sin distinción, el modo a través del cual habrán de ser constatados los nacimientos, los matrimonios y las defunciones; el mismo designará los funcionarios públicos que extenderán y conservarán las actas».

			El camino iniciado por el legislador francés inspiró y sirvió de guía a los legisladores europeos (y no europeos) para crear instituciones y órganos secularizados con funciones de Registro Civil.

			Como hemos adelantado, tal es el caso de España, aun cuando, como destaca ROCA GUILLAMÓN30, «como en tantas otras cosas, el avance hacia la creación de un Registro civil estatal habría de ser mucho más lento y ligado a un voluntarismo administrativo poco eficaz, de modo que, al igual que ocurriría con la propia causa codificadora, el progreso y la regresión en el íter legislativo estuvieron en estrecha relación con los vaivenes políticos, entre absolutistas y constitucionalistas, de nuestro agitado siglo XIX».

			Y, efectivamente, los vaivenes políticos condicionaron y mucho no solo el alcanzar la meta de crear un Registro Civil secularizado al mismo ritmo en que lo hicieron los países de nuestro entorno, sino, especialmente, el diseño de su estructura y, en particular, el retrato de qué personal o autoridad, distinta de los párrocos y curas párrocos, debía hacerse cargo de su llevanza.

			Dado que esta cuestión de a qué personal o autoridad habría de encomendarse la función de constancia de los hechos y actos de estado civil estuvo directamente ligada a las cambiantes estructuras políticas de nuestro país, convendría tener en cuenta de antemano que las diferentes características y naturaleza de estas autoridades a lo largo de sucesivas etapas históricas (a las que haremos referencia a continuación) guardan una estrecha relación, en particular, con la titularidad y el ejercicio (simultáneo o separado) de funciones administrativas y jurisdiccionales, a caballo de las cuáles se va situando la función registral civil.

			En esta vista atrás en el tiempo, que abordaremos en las siguientes líneas, advertiremos las notables diferencias que, en lo que respecta a la naturaleza de las autoridades a las que se les encomienda «funciones» registrales civiles, median entre la regulación anterior a la Constitución de 1812 y las normas promulgadas con posterioridad a la misma.

			
1. DE LA REAL ORDEN DE 1801 AL DECRETO DE 1813

			Pues bien, si nos situamos en la etapa histórica anterior a la Constitución Española de 1812 y no nos alejamos demasiado en el tiempo nos encontramos inmersos en pleno Antiguo Régimen nadando en un inmenso mar de normas que van cambiando continuamente la estructura y configuración administrativa y judicial de nuestro país, sin que en materia de constancia de actos y hechos de estado civil se aprecie ningún intento de atribuir estas funciones a ninguna autoridad ni administrativa ni judicial y, por consiguiente, sin ninguna pretensión de secularización de los Registros parroquiales.

			Aun cuando, como se ha señalado anteriormente, la Constitución francesa de 1791, la Ley francesa de 1792 y el Código Civil Napoleónico de 1804 supusieron un hito trascendental en la creación de Registros Civiles secularizados en Europa, en España no se deja sentir esta influencia por lo que las funciones de constancia de actos de estado civil (particularmente, nacimientos, matrimonios y defunciones), como se ha dicho, permanecen en manos de los párrocos y curas párrocos.

			Resulta, por tanto, llamativo (por impreciso y poco ajustado a la realidad histórica) que en la actualidad algunos órganos administrativos en nuestro país afirmen que los antecedentes históricos más inmediatos del Registro Civil actual, dejando a salvo, dicen, los Registros parroquiales, hayan de buscarse en una Real Orden de 23 de mayo de 1801.

			Tal categórica afirmación la hacen, por ejemplo, entre otros, tanto el Instituto de Estadística y Cartografía de Andalucía (dependiente de la Junta de Andalucía), como el Servicio Murciano de Salud que afirman que la mencionada Real Orden de 1801 constituye uno de los primeros intentos de «consolidar los Registros Civiles que se producen durante el siglo XIX y que van produciendo su paulatina integración en una Administración Estatal Centralizada»31.

			Por el contrario, basta con la detenida lectura de la mencionada Real Orden de 1801 para percatarse de que en ella no se pretendía la creación de un embrión de Registro Civil similar al actual, sino que lo que con ella se quería lograr parecía más bien la elaboración de un censo (lista) sobre nacimientos, matrimonios y defunciones y, por consiguiente, recabar datos anónimos, numéricos o estadísticos.

			La elaboración de un censo (o lista) devino necesario, rezaba la Real Orden de 1801, siendo «de la mayor importancia conocer en cualquier tiempo el estado de la población, é impedir las causas que contribuyan a disminuirla y que á este efecto conduce la formación de tablas necrológicas en que se especifique el sexo, la edad, la profesión ú oficio, la enfermedad de cada persona que fallezca, y la de las listas de los bautismos y matrimonios que se celebren», necesidad acuciante que provenía de que en el año anterior a su promulgación, 1800, acaece la primera (y una de las peores) epidemia de fiebre amarilla en España (de otras muchas posteriores) en Cádiz, del 10 al 15 de agosto32, que luego se extiende rápidamente a otras ciudades como Sevilla y que causa una merma importante en la población.

			Pues bien, para recopilar estos datos del número de nacidos, casados y muertos, la entonces Administración político-administrativa debía acudir lógicamente a quienes en esa época los recababan y registraban que no solo eran los párrocos y curas párrocos, sino también los Conventos de Religiosos y Religiosas, los Hospitales, las llamadas «Casas de expósitos» y los Colegios, Hospicios, «Casas de Misericordia y de Reclusión», Cárceles y otros establecimientos similares.

			Con esta finalidad la Real Orden de 1801 encomendó a todos ellos la formación de «estados de nacidos, matrimonios y muertos» que éstos debían remitir (con diferente pauta temporal: cada mes, cada año o incluso cada sábado) a los Arzobispos u Obispos (según procediera), quienes, a su vez, debían enviarlos poniendo en el «sobre-escrito “Bautismos, Matrimonios y Entierros”», dirigiéndolo al Primer Secretario de Estado y del Despacho del Rey, esto es, a una autoridad político-administrativa.

			Tales estados, como se ha mencionado más arriba, parece que sólo debían contener el número, las cifras, de «bautismos, matrimonios y entierros» sin identificación de las personas, ya que la propia Real Orden de 1801 ordenaba que aquellos se elaboraran suprimiendo en todos los nombres de las personas y siguiendo, para ello una especie de formulario predeterminado que garantizaría la uniformidad de todos los estados con independencia de quien hubiera recabado los datos (ya fueran los párrocos o curas párrocos o cualquiera de las entidades antes citadas).

			Este anonimato en la remisión de los datos de nacidos, casados y muertos es una característica lógicamente contraria a la esencia misma de la constancia registral civil de los hechos y actos relativos al estado civil, por lo que no parece muy acertado, desde nuestro punto de vista, considerar el mandato de esta Real Orden como un antecedente de la institución del Registro Civil.

			En la misma Real Orden de 1801, siendo consciente el legislador de la lógica lentitud y tardanza en las comunicaciones propias de la época que impediría que lo ordenado (la formación de estados) llegara a implantarse con la debida celeridad, se establece que, entre tanto no se formen los estados, los sujetos e instituciones encargados de recabar los datos del número de bautismos, matrimonios y entierros debían elaborar y enviar, en su lugar, listas (sujetas a las mismas formalidades que las previstas para los estados) que habrían de remitir, asimismo, a los Arzobispos u Obispos quienes, también, a su vez, tendrían la obligación de enviarlas a la autoridad política representada por el Primer Secretario de Estado y del Despacho del Rey.

			En conclusión, los Registros entendidos como antecedentes del actual Registro Civil en España durante la etapa del Antiguo Régimen, en el sentido de institución para la constancia de los actos y hechos de estado civil, seguían quedando circunscritos exclusivamente a los Registros parroquiales y, por consiguiente, los Encargados de los mismos seguían siendo los párrocos o curas párrocos, ya que, como hemos señalado, la Real Orden de 1801 no parecía prever ni una secularización de los mismos ni un expreso control político-administrativo sobre ellos.

			Debemos tener en cuenta, además, que en este contexto histórico del Antiguo Régimen, concretamente en torno a 1800, figuras como los Alcaldes, los Corregidores o los Ayuntamientos (a los que en un momento posterior el legislador encomendaría unas incipientes y verdaderas funciones registrales civiles) denominados todos ellos como Magistrados33, ostentaban competencias, por aquel entonces, tanto jurisdiccionales (contenciosas) como administrativas, ninguna de las cuales guardaba ni remotamente relación con las propias de la constancia registral civil de nacimientos, matrimonios y defunciones que, como se ha dicho, quedaban exclusivamente en manos de los párrocos y curas párrocos que las ejercían sin control o supervisión por parte de las autoridades de la entonces denominada administración de justicia, que nada tiene que ver con el concepto actual de la misma34.

			No obstante, y a pesar de lo afirmado, no parece faltarle una cierta razón a PERE RALUY35 cuando en referencia a la Real Orden de 1801 entiende que de ella se deduce una pretensión de control político y administrativo sobre los Registros parroquiales (que él denomina intervencionismo estatal) cuando, por un lado, se exige e impone a los párrocos y curas párrocos el envío a las autoridades eclesiásticas (y de éstas, a la autoridad política) de los datos sobre el número de nacidos, casados y muertos en su parroquia, y, por otro, se establece que los estados o listas se ajusten a unos parámetros formales asimismo diseñados por ese poder político. Este mismo autor, sin embargo, alude expresamente a que los datos que han de constar en estos estados o listados y que recaban los Registros parroquiales tienen como único destino la estadística civil, por lo que son meros datos numéricos que no guardan relación, como ya dijimos, con un verdadero Registro Civil.

			Años más tarde, por un lado, la Constitución de Bayona de 6 de julio de 1808 (en vigor hasta 1810) y, por otro, posteriormente, el Decreto de Constitución de Cortes de 24 de septiembre de 1810, de Fernando VII, en nada alteran la situación vigente continuando los párrocos y curas párrocos ejerciendo en exclusiva las funciones de encargados de los Registros parroquiales para la constancia de nacimientos, matrimonios y defunciones, sin ninguna pretensión de sustitución de los mismos por registros de corte secular.

			Sólo dos años después el panorama político y jurídico parece dar un notable y significativo giro por la promulgación de la Constitución de Cádiz de 19 de marzo de 1812 vigente solo dos años (en este primer periodo) cuya pretensión es el abandono y superación de las estructuras políticas del Antiguo Régimen tomando como piedra angular del nuevo sistema que pretende implantar, la sustitución del principio de concentración de poderes en manos del Rey por el principio de separación de poderes.

			Del articulado de la Constitución de 1812 interesa resaltar que si bien no supone novedad alguna en materia de llevanza del registro de nacimientos, matrimonios y defunciones, que va a continuar siendo competencia de párrocos y curas párrocos, lo cierto es que tampoco se advierte que se hubiera planteado una pretensión de control y supervisión de los Registros parroquiales por parte de las instituciones y órganos «civiles» jurisdiccionales y/o administrativos, ya que, por un lado, y en relación con los Tribunales el artículo 245 les prohíbe ejercer otras funciones que no sean «la de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado» (por lo que no se preveía que asumieran ninguna otra función como, por ejemplo, las funciones registrales civiles)36, mientras que, por otro, y en lo que atañe al llamado Gobierno interior de las provincias y de los pueblos atribuidos a los Ayuntamientos «compuesto de alcalde o alcaldes, los regidores y el procurador síndico y presidido por el jefe político» (art. 309), como autoridades administrativas, tampoco se contemplaba entre sus muchas funciones (art. 321) la de llevanza de un Registro Civil secularizado que, en cambio, sí se les va a encomendar en un momento histórico posterior, como veremos en su momento.

			A pesar de lo dicho, no podemos dejar de hacer referencia al contenido de uno de los varios Decretos que se promulgaron en este primer y corto periodo de vigencia de la Constitución de 1812, concretamente el Decreto CCLXIX de 23 de julio de 1813 Instrucción para el Gobierno económico-político de las provincias de cuyo articulado extrae TOLIVAR ALAS37 la conclusión de que esta disposición ya preveía «la centralización provincial de los datos registrales; el valor civil de las certificaciones parroquiales y, en fin, la conservación de esos datos en un Registro municipal», entendiendo que este Decreto contemplaba un verdadero «embrionario Registro Civil» de naturaleza municipal, de tal manera que, se puede afirmar que el Registro civil tiene un claro e indiscutible origen municipal que «nace como un instrumento a gestionar desde la Administración municipal», y, concretamente, por las Secretarías municipales, circunstancia ésta que, a su juicio, es «si no desconocida, sí insuficientemente valorada y estudiada»38.

			Tal afirmación proviene del contenido del artículo II del mencionado Decreto de 1813 que disponía literalmente lo siguiente: «los Ayuntamientos enviarán al Gefe político de la provincia cada tres meses una nota de los nacidos, casados y muertos en el pueblo, estendida por el cura o curas párrocos, con especificación de sexos y edades, de cuya nota conservará el Ayuntamiento un registro; y asimismo una noticia de la clase de enfermedades de los que han fallecido, estendida por el facultativo ó facultativos».

			Por el contrario, desde nuestro punto de vista, el artículo II del Decreto de 1813 parece no alejarse demasiado del contenido del Decreto de 1801, al que hemos hecho referencia anteriormente, de tal manera que la nota de los nacidos, casados y muertos a que alude el primero parece similar a los estados y listas que menciona el segundo, por lo que, nuevamente, no estaríamos ante una actividad registral civil de constancia de actos y hechos de estado civil, sino, por el contrario, ante una mera recopilación numérica, estadística, censal y anónima de esos datos.

			No parece que el Decreto de 1813 tuviera más pretensión que la de recabar por parte de las autoridades «civiles» esos datos numéricos de los nacimientos, casamientos y fallecimientos, por lo que, en absoluto, desde nuestro punto de vista se puede predicar de su contenido una pretensión de encomienda de las funciones registrales civiles a las autoridades provinciales (municipales) ni, por consiguiente, su sustracción a los párrocos y curas párrocos. Y, menos aún, un incipiente Registro Civil de naturaleza secular.

			Es cierto que, si bien el Decreto de 1801 ordenaba que aquellos estados o listas se enviaran por los párrocos y curas párrocos (amén de otras instituciones) a los Arzobispos y Obispos y, por éstos, al representante del poder político del Rey, por el contrario, en el Decreto de 1813, los datos habían de remitirse por los encargados de los Registros parroquiales directamente (sin la intervención de Arzobispos y Obispos) al poder político representado, esta vez, como primer escalón, por el Jefe político de la provincia por intermediación de los Ayuntamientos, por lo que, en este sentido, no sería incorrecto hablar de un control administrativo (secular) de los párrocos o curas párrocos, aunque, repetimos, no en sus funciones de constancia de nacimientos, matrimonios y defunciones, sino como simples transmisores de estos datos anónimos y meramente numéricos o estadísticos.

			
2. DE LA LEY DE 1823 PARA EL GOBIERNO ECONÓMICO-POLÍTICO DE LAS PROVINCIAS AL PROYECTO DE CÓDIGO CIVIL DE 1851

			Aun cuando los orígenes del Registro Civil en España (tal y como lo conocemos en la actualidad) para la mayoría de los autores más contemporáneos se sitúan en la LRC de 1870, los encuentra, sin embargo, PERE RALUY39 más remotamente en el Decreto XLV de 3 de febrero de 182340, Ley para el Gobierno económico-político de las provincias, cuyos artículos 7 a 9 pretendían encomendar funciones de llevanza del Registro Civil a las Secretarías de los Ayuntamientos, quienes debían recabar la información sobre nacimientos, matrimonios y defunciones de los curas o curas párrocos para enviarla a la correspondiente Diputación Provincial, en un claro intento, esta vez sí, de secularización de las funciones de constancia de los hechos relativos al estado civil que, hasta entonces, eran de la exclusiva competencia de los Registros parroquiales.

			No se crea, sin embargo, un órgano similar a los Registros Civiles actuales que recabe por sí mismo y directamente los datos relativos al estado civil, sino que, por el contrario, se pretendió una disgregación de esta función registral civil, por una parte, en una pluralidad de órganos de naturaleza estrictamente administrativa, como son los Secretarios de los Ayuntamientos junto con las Diputaciones Provinciales, y, por otra, con una clara dependencia de los datos que recaban de forma inmediata y directa los curas o curas párrocos.

			El funcionamiento de este esquema de Registro Civil diseñado por la Ley de 1823 se resumía en el contenido de dos de los preceptos mencionados anteriormente: por un lado, el artículo 7 que disponía que «habrá en la secretaría de cada ayuntamiento un registro civil de los nacidos, casados y muertos en el pueblo y su término, llevándolo con todas las formalidades según se prevenga en el código civil y teniéndolo en la debida custodia», y, por otro, el artículo 8 que establecía, por su parte, que «los Ayuntamientos enviarán á la diputación provincial en los ocho primeros días del mes de abril, julio, octubre y enero de cada año una nota de los nacidos, casados y muertos en el pueblo, durante el trimestre anterior estendida por el cura ó curas párrocos, con especificación de sexos y edades. Enviarán al mismo tiempo una noticia de la clase de enfermedades de los que han fallecido, estendida por el facultativo o facultativos».

			A ello ha de sumarse lo dispuesto en el artículo 9 a tenor del cual «la nota y la noticia de que trata el artículo anterior se cotejarán con lo que resulte en los libros del registro civil, espresando el ayuntamiento á continuación su conformidad, ó la diferencia que advierta, y entendiéndose que luego que estén dispuestos convenientemente estos libros, se tomarán de ellos las mismas nota y noticia, sin necesidad de pedirlas á los párrocos y facultativos».

			Conviene dejar constancia de que esta Ley de 1823, promulgada en el denominado bienio constitucional, apenas estuvo vigente unos pocos meses ya que en octubre del mismo año se declaró la nulidad de esta y de otras normas promulgadas entre marzo de 1820 y octubre de 182141.

			Y, sin embargo, es interesante poner de relieve que en la Ley de 1823 sí se aprecia ya la notable diferencia de concepto y finalidad que media, por un lado, entre registro civil y libros del registro civil (a los que se alude como novedad esta Ley), y las notas y noticias, por otro, ya mencionadas en los Decretos de 1801 y 1813, a los que hemos hecho referencia en el epígrafe anterior. Si bien la llevanza de libros del registro civil sí puede estimarse, desde nuestro punto de vista, como embrión del actual Registro Civil, por el contrario, las notas y noticias no parecían indicar, como ya hemos señalado, más que meras recopilaciones de datos anónimos con finalidad censal o estadística que les aleja de la finalidad propia de esta institución.

			Por consiguiente, el legislador de 1823 sí que había ya previsto la creación de un genuino Registro Civil secularizado de naturaleza exclusivamente administrativa al encomendar la llevanza del mismo a los Secretarios de los Ayuntamientos, sustrayendo, además, el control de la constancia de los hechos y actos de estado civil (nacimientos, matrimonios y defunciones) a los párrocos y curas párrocos, aun cuando esto siguieran anotando los nacidos, casados y fallecidos en sus propios Registros parroquiales.

			Aun a pesar de que la Ley de 182342 se aplica a partir de los años 1830, lo cierto es que, en lo que respecta al Registro Civil ha de avanzarse en el tiempo hasta el Real Decreto de 24 de julio de 1835 sobre el arreglo provisional de los ayuntamientos del Reino que atribuyó esta vez a los Alcaldes y a los Corregidores, además del ejercicio de potestades jurisdiccionales muy limitadas de resolución de determinados conflictos43, la llevanza de unos libros o registros que constituyen otro de los antecedentes de esta institución44.

			Específicamente, el artículo 36.8 de este Real Decreto de 1835 contemplaba entre las atribuciones de los Alcaldes y Corregidores «anotar en diferentes libros los nacidos, casados y muertos en su respectivo territorio, á cuyo fin le pasarán los vecinos el correspondiente aviso, dentro de 48 horas, bajo la multa que hubiese fijado con anticipación para los omisos. Igual nota les pasarán los directores de las casas de expósitos. Estos libros ó registros deberán custodiarse en el archivo, remitiendo cada tres meses al gobernador civil un extracto de su resultado confrontado con los libros parroquiales», de donde se infiere que los mencionados libros o registros convivieron en el tiempo con los Registros parroquiales aun cuando la función de registro estuviera encomendada a estas autoridades, ya que los datos se recababan y confrontaban con los de aquéllos.

			Téngase en cuenta que el Reglamento Provisional para la Administración de Justicia en lo respectivo a la Real Jurisdicción Ordinaria de 26 de septiembre de 1835 seguía considerando a los Alcaldes y a los tenientes de alcalde como Jueces tanto con «oficio de jueces de paz o conciliadores» (arts. 21 y siguientes), como con competencias para conocer «á prevención con el juez letrado de primera instancia donde lo hubiere de las demandas civiles, cuya entidad no pase de diez duros en la Península é islas adyacentes, y de treinta en Ultramar, y de los negocios criminales sobre injurias y faltas livianas que no merezcan otra pena que alguna reprensión ó corrección ligera, determinando unos y otros en juicio verbal» (arts. 31 y siguientes), por lo que compatibilizaban funciones meramente administrativas, como serían las de la llevanza de esos Libros o Registros, con funciones denominadas entonces como contenciosas que participaban de la naturaleza de lo jurisdiccional.

			Por consiguiente, aun cuando el modelo de Registro Civil de 1823 que PERE RALUY45 calificó de «patrón napoleónico» no arribó a buen puerto «ya que ni siquiera llegaron a dictarse las normas necesarias para la implantación efectiva del sistema proyectado», no obstante, y con posterioridad al Real Decreto de 1835, «una Orden de 1 de diciembre de 1837 reglamentó prolijamente las comunicaciones que sobre bautismos, matrimonios y defunciones debían remitir los párrocos a los Ayuntamientos y éstos a las Diputaciones provinciales, así como los modelos de partidas de bautismos, casamientos y entierros» que habían de cumplimentar los párrocos y curas párrocos.

			Sin embargo, como ya señalara ORTIZ DE ZÚÑIGA, citado por TOLIVAR ALAS46, los Ayuntamientos «distraídos con la enormidad de sus atribuciones, no llevaron a efecto las relativas a dicho registro civil» y, precisamente, es en esta Orden de 1837 que hemos mencionado en la que se regulan varias «prevenciones dirigidas a que tuviese efecto lo dispuesto en la citada Ley». Además, ambos autores, añaden que anteriormente «por Reales Órdenes de 19 de febrero y 14 de marzo de 1836, también se habían dictado algunas reglas, aunque en vano, para llevar a efecto dicho registro».

			Avanzando en el tiempo, el siguiente intento de crear un Registro Civil de corte secular se sitúa, a decir de PERE RALUY47, en un Decreto de 24 de enero de 1841 cuya pretensión no era otra que intentar implantar, de nuevo, en corto periodo de tiempo y a la vista del fracaso práctico de la Ley de 1823 y de los intentos posteriores, «un Registro civil secular encomendado también a las Secretarías de los Ayuntamientos, aunque limitado a los Municipios que fueren cabeza de partido o tuvieran más de 500 vecinos», y que, igualmente, debían recabar los datos relativos a nacimientos, matrimonios y defunciones de los párrocos y curas párrocos que continuarían teniendo la obligación de inscribirlos y, posteriormente, comunicárselos.

			Y, en efecto, el artículo 1 de este Decreto de 1841 dispuso que «inmediatamente que reciban el presente decreto los jefes políticos, dispondrán que los Ayuntamientos de las Capitales, de las Cabezas de partido y de todos los pueblos que excedan de 500 vecinos, establezcan en sus Secretarías el Registro Civil de los nacidos, casados y muertos dentro de su término jurisdiccional».

			Este nuevo intento de crear un Registro Civil secularizado y puramente administrativo y municipal, resultó aparentemente frustrado ya que parte del Decreto de 1841 fue derogado por la Orden de 24 de mayo de 1845, por la que se acuerda reintegrar «al registro parroquial las funciones que anteriormente le estaban atribuidas, aunque se impuso a los párrocos la obligación de remitir copia de las inscripciones de sus Registros a los Ayuntamientos»48; y es, precisamente esta obligación la razón por la cual, a decir de TOLIVAR ALAS49, los Ayuntamientos no fueron radical y totalmente privados de sus «competencias registrales, aunque éstas quedaran parcialmente en suspenso».

			Tan es así que el autor citado sostiene que, en aplicación de la Ley de Organización y Atribuciones de los Ayuntamientos de 8 de enero de 1845 (de naturaleza estrictamente administrativa y anterior en el tiempo, aunque en pocos meses, a la Orden de 1845 antes mencionada) y a pesar de que en ella se omite cualquier referencia expresa al Registro del estado civil de las personas, lo cierto es que los Registros Civiles municipales «funcionando o no [como consecuencia de la continuidad de los Registros parroquiales], seguían en manos de los Ayuntamientos», siendo que su función registral civil era susceptible de ampararse y justificarse en su artículo 66 que atribuía a los Alcaldes y a los Secretarios municipales el ejercicio de «cualesquiera otras atribuciones que se les confieran por las leyes, reglamentos u ordenanzas municipales», en las que «tenía cabida la llevanza de los libros del Registro Civil»50.

			Para DÍAZ GONZÁLEZ y CALDERÓN ORTEGA51 la frustración de facto de total secularización de la institución registral civil se explica por la circunstancia de que «al fracasar la colaboración de las autoridades eclesiásticas en facilitar la información de los nacimientos, matrimonios y defunciones registrados en los libros parroquiales, la Real Orden de 24 de mayo de 1845 dejó sin efecto este antecedente del Registro Civil, al no obligar ni a los párrocos ni a los familiares a informar de dichos sucesos».

			Tras el fracaso del Decreto de 1841, en este transitar de la encomienda de las funciones de Registro Civil de los párrocos a los Secretarios de Ayuntamiento (y, por ende, a las Diputaciones provinciales) y a los Alcaldes y Corregidores, y de éstos de vuelta a los párrocos, no podemos dejar de mencionar el Proyecto de Código Civil de 1851, conocido como Proyecto de García Goyena, que dedicó al Registro Civil varios artículos (concretamente los arts. 334 a 37852) y que pretendía mantener la llevanza del mismo en poder de los Registros parroquiales encomendando la función de constancia de los hechos y actos de estado civil a los párrocos «aunque dotados para la misma de eficacia civil»53, ya que, como decía PERE RALUY54, el propio García Goyena muy probablemente «no se atrevió a reemplazarlos por un sistema de Registro civil secular» puro «ante el repetido fracaso de los proyectados Registros civiles de base municipal» (de naturaleza administrativa) que hemos mencionado anteriormente.

			Sin embargo, sí se pretendía introducir, a nuestro juicio, nuevamente, una suerte de control judicial y administrativo acérrimo en este Proyecto de 1851 sobre la llevanza del Registro Civil que, ciertamente se encomendaba a los curas párrocos a quienes se sometía a estrictas normas que habían de cumplir en el desarrollo de esta función.

			El artículo 334 de este Proyecto de 1851 aludía a la instauración de un Registro Civil especialmente destinado a hacer constar Los nacimientos, matrimonios y defunciones, así como el reconocimiento de los hijos y su legitimación cuya llevanza incumbía a los curas párrocos que, sin embargo, no gozaban de libertad formal en el ejercicio de esta función registral ya que, por un lado, se preveía la extensión de las partidas en tres libros que habían de llevarse por duplicado cada uno de ellos, y, por otro, los dos ejemplares de cada libro eran entregados a los curas párrocos por los respectivos Alcaldes, debiendo reunir tales ejemplares unos requisitos formales tasados en el artículo 335 del Proyecto55.

			En este Proyecto de 1851 se preveía que el último día del año, el párroco debía cerrar los Libros del Registro diligenciando el número de partidas que cada uno contenía. Pero esa diligencia de cierre de los Libros que incumbía firmar al párroco, debía venir acompañada de la firma adicional del Alcalde al que le correspondía retirar una de las copias de los tres Libros y remitirla en el mes de enero al promotor fiscal56 del partido (art. 342 del proyecto de 1851), quien, a su vez, por un lado, debía cuidar de que tanto el Alcalde como el párroco cumplieran con las mencionadas obligaciones, y, por otro, debía examinar el ejemplar de los Libros recepcionados para proponer al Juez o bien su aprobación o bien la sanción (administrativa, civil o penal) tanto del párroco como del Alcalde en lo que afectaba al cumplimiento de sus respectivas obligaciones. Además, el ejemplar remitido, en su caso, por el promotor fiscal al Juez, quedaría depositado en la Secretaría del Juzgado bajo la custodia del Secretario57.

			Es por ello que en el malogrado Proyecto de 1851 se apostaba por un control no solo administrativo por parte de los Alcaldes, sino también de naturaleza judicial.

			No obstante, a pesar del fracaso de implantar una total secularización del Registro Civil como consecuencia de la derogación parcial del Decreto de 1841 (operada, como se ha dicho, por la Orden de 1845), la continuidad de la ostentación de la titularidad jurídica (que no de facto) de los Registros Civiles por parte de los Ayuntamientos encontró aun cobijo en la Ley de Ayuntamientos de 5 de julio de 1856 disposición, como señala TOLIVAR ALAS58 «sobre la que ha pesado un incomprensible olvido» y que «atribuirá, como obligación, a éstos, en su artículo 129.2.º el “… formar y rectificar el censo de población de sus distritos y llevar los libros del Registro civil”».

			Para TOLIVAR ALAS «lo efímero de este período progresista conllevó que, por Real Decreto de 16 de octubre del mismo año 1856, se resucitara la legislación local de 1845. Pero en el siguiente vaivén político, el Gobierno provisional, mediante Decreto de 21 de octubre de 1868, declarará obligatoria y en vigor la Ley Municipal de 1856, con algunos cambios estructurales. El artículo 53.2.º reiterará la obligación municipal de «… formar y rectificar el censo de población y llevar los libros del Registro civil».

			Concluye este autor59 que, «aunque es correcto ver en la Constitución de 1869 el origen del moderno Registro Civil, es absolutamente erróneo extender la paternidad del modelo a los primeros momentos del Gobierno provisional, pues (…) reafirmó la competencia municipal en la materia, que se mantendría hasta la Ley de 1870, momento en que se opta por los Juzgados municipales, en detrimento de los Ayuntamientos. Una decisión que hoy calificaríamos de legalidad ordinaria, ya que el texto constitucional ni mencionaba el Registro Civil».

			
3. LA LEY DEL REGISTRO CIVIL DE 1870: LA CREACIÓN DEL REGISTRO CIVIL, SU JUDICIALIZACIÓN Y LA ENTRADA EN ESCENA DEL SECRETARIO JUDICIAL


			El primer y más trascendental hito en esta evolución histórica sobre la figura de los Encargados de la llevanza de los Registros Civiles en España, y, por ende, de la propia creación de la institución del Registro Civil, ha de situarse en la promulgación casi simultánea en el tiempo de varias y dispares normas que ya hemos mencionado al comienzo de este trabajo: la Ley Provisional de Matrimonio Civil 1870, la LRC de 1870 y el Reglamento de 1870, pero también de otras normas tanto de naturaleza procesal como de naturaleza administrativa a las que aludiremos a lo largo de este epígrafe, como las que regularon las funciones de los desde entonces denominados Secretarios Judiciales, normas todas ellas enmarcadas en un contexto histórico que se sitúa en torno a la vigencia de la Constitución de 186960 durante la Regencia del General Serrano y el Gobierno de Prim61.

			De todas las normas mencionadas hemos de destacar tanto el artículo 1 de la LRC de 1870 como el artículo 1 del Reglamento de 1870 que no solo dieron lugar al nacimiento de los Registros Civiles (con vocación de provisionalidad, según rezaban ambas normas), sino que, además, encomendaron expresamente la llevanza del mayor número de ellos a los Jueces Municipales por lo que la novedad radicó en la pretensión de sustracción de esta función de constancia y prueba de hechos y actos del estado civil a los Ayuntamientos (y, por consiguiente, a los párrocos y curas párrocos) para atribuirla, a partir de ese momento, exclusivamente a los mencionados Jueces, apostándose por una decidida secularización y, por ende, judicialización del nuevo servicio registral civil lo que, asimismo, implicaba, la expresa exclusión, a priori, de los Alcaldes y de los Secretarios Municipales como titulares de esta función ante la falta de confianza en la Administración local incrementada por el fracaso de esta atribución en momentos históricos anteriores62.

			Tales novedades vinieron asimismo acompañadas por la no menos novedosa mención expresa en las citadas normas a los Secretarios Judiciales a quienes se encomendó una función de asistencia a los Jueces Municipales en el ejercicio por parte de estos últimos de sus nuevas competencias como Encargados de los Registros Civiles de base municipal.

			Por consiguiente, la LRC de 1870 y el Reglamento de 1870 inauguran una etapa histórica en la gestación, creación y puesta en marcha de los Registros Civiles en España que, además, delinea un tipo característico de estructura orgánica de esta institución no solo por la encomienda de la llevanza de los de base municipal a los Jueces Municipales, sino también por esta referencia que por primera vez se hace a la figura del Secretario Judicial (trasunto, como veremos, de los Secretarios de Ayuntamiento en determinada clase de municipios) que, a partir de este momento, va a estar ligada indisolublemente a la de los Jueces y Magistrados como Encargados de estos Registros hasta nuestros días.

			Además, y a diferencia de lo acaecido en etapas históricas anteriores, el legislador de 1870 alumbra la creación de la institución de los Registros Civiles de corte secular claramente diferenciados de los Registros parroquiales al no estar limitados en su funcionamiento a la llevanza de simples libros, notas o listas.

			En efecto, por un lado, el artículo 1 de la LRC de 1870 dispuso que «la Dirección general del Registro de la Propiedad, que en lo sucesivo se denominará Dirección general de los Registros civil y de la propiedad y del Notariado, los Jueces municipales en la Península é islas adyacentes y Canarias y los agentes diplomáticos y consulares españoles en el extranjero, llevarán un Registro en el que se inscribirán ó anotarán, con sujeción a las prescripciones de esta ley, los actos concernientes al estado civil de las personas» y, por otro, el artículo 1 del Reglamento de 1870 estableció más específicamente que «Conforme á lo dispuesto en la ley de 17 de junio del corriente año [LRC 1870], habrá Registro del estado civil de las personas: 1.º En la Dirección general de los Registros civil y de la propiedad y del Notariado, á cargo de un Oficial de la misma dependencia. 2.º En todos los Juzgados municipales de la Península é islas adyacentes y Canarias, á cargo de los Jueces municipales, asistidos de los Secretarios de los mismos Juzgados. 3.º En todas las Agencias diplomáticas y consulares de España en el extranjero, á cargo de los Jefes de Legación, Cónsules, Vicecónsules y Agentes consulares á quienes corresponda, asistidos de los Secretarios, Cancilleres, ó de quienes deban hacer sus veces».

			A estos Encargados de los Registros Civiles añadía el artículo 2 del Reglamento de 1870 otros sujetos que por sus características y circunstancias podían, en casos especiales, desempeñar funciones de Encargados de Registros Civiles. Tales sujetos eran, en concreto, «1.º Los Contadores de buques de guerra. 2.º Los Capitanes o Patrones de buques mercantes. 3.º Los Jefes con mando efectivo de cuerpos militares. 4.º Los Jefes de lazaretos u otros establecimientos análogos».

			Lógicamente nuestro estudio se centrará, a continuación, exclusivamente en los Registros Civiles a cargo de los Jueces Municipales, dejando de lado los Encargados ocasionales de los Registros Civiles que acabamos de mencionar y, asimismo, tanto el Registro Civil que se ubicó en la entonces Dirección general de los Registros civil y de la propiedad y del Notariado como los Registros residenciados en las Agencias diplomáticas y consulares de España en el extranjero, por no estar encomendados a órganos judiciales sino a otra clase diferente de funcionarios (un Oficial de la Dirección general y Jefes de Legación, Cónsules, Vicecónsules y Agentes consulares, Cancilleres, o de quienes deban hacer sus veces, respectivamente).

			Pero, además, como hemos mencionado anteriormente, como nota importante y trascendental en lo que atañe al aspecto procesal y orgánico, la LRC de 1870 y el Reglamento de 1870 (pero más extensamente este último) parecían pretender configurar la prestación del servicio registral civil en los Registros encomendados a los Jueces Municipales no como una función de ejercicio unipersonal por parte solo del Juez, sino que, al atribuir por primera vez funciones en esta materia a los Secretarios Judiciales, resultaba de su regulación una aparente encomienda colegiada de la llevanza de los Registros Civiles Municipales.

			Téngase en cuenta que la firma del Secretario Judicial era exigida preceptivamente por el legislador en la LRC de 1870 junto a la firma del Juez Municipal en actuaciones tales como la autorización de diligencias de apertura y clausura de los Libros del Registro (art. 9 de la LRC de 1870)63; para la autorización de los asientos de las diferentes Secciones del Registro (art. 13 de la LRC de 187064); como requisito imprescindible de los documentos a que se habrían de referir las inscripciones (art. 29 de la LRC de 187065); para la expedición de certificaciones de asientos (art. 31 de la LRC de 187066); como elemento indispensable del resumen circunstanciado que se había de elaborar al final de cada año de la totalidad de las inscripciones practicadas a lo largo del mismo (art. 13 del Reglamento de 187067); como rúbrica de la primera hoja útil de los Libros del Registro que los Presidentes de los Tribunales de partido entregaban a los Jueces Municipales de su circunscripción (art. 17 del Reglamento de 1870); o como requisito necesario en las diligencias de ratificación de inscripción de matrimonio (art. 40 del Reglamento de 1870).

			Es por ello que, a decir de PERE RALUY68 el legislador de 1870 pareció prever «junto al Registrador —desde luego único (…)— un secretario (…)» que asiste al Juez en su función de llevanza del Registro Civil y que, por ello,[a su juicio] convertía a la función registral civil en una función de ejercicio colegiado, característica esta última muy criticada por este autor que entendía que, por el contrario, «el Servicio registral se halla en la generalidad de los Estados a cargo de órganos unipersonales», por lo que «ninguna razón existe para la colegiación de la función y la experiencia de siglo y medio en todos los países del mundo constituye un decisivo argumento en pro del criterio de unipersonalidad».

			En su defensa de lo que denominaba la unipersonalidad del órgano Encargado de la llevanza del Registro Civil (es decir, la encomendada solo al Juez sin ninguna asistencia del Secretario), PERE RALUY69 fue más allá en su crítica del sistema creado en 1870 y sostuvo que, ante la regulación contenida en la LRC de 1870 y su Reglamento, el tándem Juez Municipal-Secretario en la encomienda de la llevanza de estos Registros Civiles Municipales había constituido «un lamentable error de planteamiento orgánico de la LRC de 1870 (…)» que habría «enturbiado la pureza del principio [de atribución de la función registral a un órgano judicial unipersonal] al colocar junto al Registrador (…) un secretario en una de las más extrañas asociaciones que cabe imaginar (…)»70.

			Para este autor71 la atribución a los Jueces Municipales conjuntamente con el Secretario Judicial de la llevanza del Registro Civil (así como otros muchos aspectos de la regulación de esta institución) que les hace la LRC de 1870 y el Reglamento de 1870 constituyó, a su juicio, una desafortunada decisión producto de la «precipitación que presidió la instauración de un servicio sin que se hubieran alcanzado las condiciones de madurez necesarias», tanto porque la creación de los Registros Civiles Municipales como unidad registral de entonces se ajustó al criterio del Municipio (con los inconvenientes que ello conllevaba de proliferación excesiva de Registros)72, como por el hecho de que los Juzgados Municipales estaban servidos, en aquel momento histórico, casi en su totalidad por Jueces legos.

			Pero vayamos por partes, porque quizás las críticas tan viscerales y acérrimas por parte de la doctrina a este sistema del tándem Juez Municipal-Secretario Judicial, pudiendo estar justificadas, tienen una explicación comprensible si se contextualizan en la estructura orgánica judicial que otra norma de naturaleza estrictamente procesal, la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870 (en adelante, Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870), construyó.

			Y, en efecto, la organización judicial diseñada entonces por esta Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870, antecedente de la vigente Ley 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial (en adelante, LOPJ de 1985) y coetánea de la LRC de 1870 y del Reglamento de 1870, había previsto la regulación de la figura del Juez Municipal73; aunque conviene poner de manifiesto que los entonces denominados Jueces Municipales no eran sino los ya preexistentes (con anterioridad a esta Ley de 1870) Jueces de Paz legos en derecho a los que simplemente se les da un nuevo nombre, siendo tan cierta esta equivalencia entre ambas clase de Jueces (aunque recibieran diferentes denominaciones) que, como recuerdan DÍAZ GONZÁLEZ y CALDERÓN ORTEGA74, un Decreto de 16 de agosto de 1870 estableció «que las alusiones al juez municipal contenidas en la Ley del registro civil deben ser tenidas como referencias al juez de paz».

			Además, ha de tenerse en cuenta que los entonces Jueces de Paz (esto es, los posteriormente denominados Jueces Municipales en la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870)75 ya habían asumido a partir de la promulgación de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 5 de octubre de 1855 las competencias de naturaleza jurisdiccional que antes estaban atribuidas a los Alcaldes (y que, desde ese momento, dejan de ostentarlas)76, y que las relativas a la llevanza de los Registros Civiles se les encomienda ex novo por la LRC de 1870 a los ahora llamados Jueces Municipales77 y se suman a las anteriores.

			Conviene destacar que esta atribución de las funciones registrales civiles y, por consiguiente, de la cualidad de Encargados de los Registros Civiles Municipales a los Jueces Municipales no aparecía expresamente prevista ni en la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870 ni en ninguna otra norma de naturaleza orgánica o procesal, sino que, antes al contrario, esa atribución procedía exclusivamente de las normas registrales civiles (de la LRC de 1870 y su Reglamento de 1870) y, por consiguiente y en definitiva, de normas de naturaleza sustantiva o material.

			Ello hace pensar que la función de Encargados de los Registros Civiles Municipales que se atribuyó a los Jueces Municipales no era considerada por el legislador más que como una función diferenciada de las funciones estrictamente jurisdiccionales que ejercían estos órganos judiciales, ya que la función registral civil no participaba de la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (a la que aludía el art. 278 de la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870) y sí de aquellas otras funciones que «otras leyes», en este caso la LRC de 1870 y el Reglamento de 1970, «les señalen expresamente» y que se les podían atribuir como anejas a las estrictamente jurisdiccionales tal y como establecía específicamente el artículo 379 de la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870.

			Reforzaba esa naturaleza no jurisdiccional de la función registral civil la circunstancia añadida, prevista también exclusivamente en las normas registrales civiles, de que estos Jueces Municipales, al ejercitarlas, estaban sometidos jerárquicamente a las órdenes e instrucciones emanadas de órganos administrativos, como evidentemente lo eran la Dirección general de los Registros civil y de la propiedad y del Notariado y el Ministerio de Gracia y Justicia de la aquélla dependía80.

			Pues bien, de esta atribución a los Jueces Municipales de la función de Encargados de los Registros Civiles Municipales que la LRC de 1870 y su Reglamento de 1870 en conjunción con la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial del mismo año 1870 les hacen, hay que destacar muy especialmente, por su trascendencia en el éxito o el fracaso de la puesta en marcha de la institución registral civil, su evidente falta de profesionalidad y, por tanto, de capacitación técnico-jurídica por su equivalencia, como se ha dicho, a los Jueces de Paz, legos en derecho, que se desprendía de forma patente del contenido de los artículos 31, 69 a 71, 109, 121 y 12281 de la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870, de los que se infería que estos Jueces podían ser o no Letrados, esto es, Licenciados en Derecho, de tal manera que, como requisitos añadidos a los que preveía en su artículo 109 (como condiciones generales aplicables a todas las categorías de Jueces), únicamente se exigía para su nombramiento como «condiciones especiales», que habrían de «saber leer y escribir y estar domiciliados en el pueblo en donde hubieran de ejercer sus funciones»; aunque, eso sí, para ocupar el cargo de Juez Municipal, eran teóricamente preferidos los Letrados sobre los que no tenían este nivel académico.

			A ello hay que añadir que los Jueces Municipales no formaban parte de la carrera judicial de tal manera que, entre otras características propias de esta categoría, percibían solo los honorarios que les señalaban los aranceles judiciales (art. 212 de la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870) a diferencia de los Jueces y Magistrados de las restantes categorías que estaban remunerados con sueldo (arts. 213 y ss de la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870); y, además, no podían integrar el «Cuerpo de aspirantes a la judicatura» en el que solo se ingresaba mediante la superación de un examen y al que únicamente podían concurrir quienes reunieran, entre otras condiciones, la de ser «licenciado en Derecho civil por Universidad costeada por el Estado» (arts. 80 y ss de la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870).

			No es de extrañar, por tanto, que en aquel entonces se pusiera en cuestión la falta de capacitación de los Jueces Municipales que no siendo la mayoría de ellos Letrados (Licenciados en Derecho) y desconociendo, por consiguiente, las normas jurídicas (fueran civiles o estrictamente registrales civiles) que regían los hechos y actos de estado civil, desarrollarían, a partir de la entrada en vigor de la Ley Provisional sobre organización del Poder Judicial y de la LRC de 1870 y su Reglamento, la función de Encargados de los Registros Civiles Municipales, con las dificultades y problemas que ello implicaría a efectos de un adecuado ejercicio, sobre todo (y no solamente), de las competencias sobre inscripción y calificación (esta última, como veremos más adelante, no expresamente regulada ni en la LRC de 1870 ni en su Reglamento).

			Tan consciente era el legislador de 1870 de que los Jueces Municipales, aun habiendo sido preferidos a los Alcaldes en la atribución de las funciones registrales, carecían de la capacitación técnico-jurídica adecuada que, a pesar de que la LRC de 1870 y el Reglamento de 1870 depositaron en ellos la compleja función de la llevanza de los Registros Civiles de base municipal, ya preveía que en el ejercicio de esta encomienda, por un lado, debían estar supervisados e inspeccionados por órganos judiciales superiores (art. 8 del Reglamento de 187082), y, por otro, que estarían obligados a consultarles a éstos cualquier duda que tuvieran en relación con la «inteligencia y aplicación» tanto de la LRC como del Reglamento, dudas que podían llegar a elevarse incluso a la instancia superior representada por la entonces Dirección General de los Registros civil y de la propiedad y del Notariado para su resolución definitiva (art. 100 del Reglamento de 187083).

			A ello cabría añadir que esta estructura orgánica registral que pretendía implantar las normas de 1870 planteaba, asimismo, otra dificultad añadida para el éxito de su puesta en funcionamiento que se residenciaba, en particular, en esa llevanza aparentemente conjunta o colegiada de los Registros Civiles Municipales por el Juez y el Secretario lo que planteó el problema de determinar cuál habría de ser el concreto papel que desempeñaría este último en el ejercicio de las funciones registrales civiles y cuál podía, a decir de PERE RALUY84, «ser la naturaleza jurídica de su función al respecto (…)», aunque, añadía que «bajo la LRC de 1870 la doctrina no se preocupó de desentrañar el enigma legal planteado por esa fe pública al cuadrado que suponía la intervención conjunta de juez y secretario en las inscripciones y certificaciones [fe pública registral del Juez y fe pública judicial del Secretario]».

			Ello nos conduce a preguntarnos ¿por qué irrumpió la figura del Secretario Judicial en la estructura orgánica de estos Registros Civiles Municipales creados en 1870?; ¿está justificada la crítica doctrinal a que la LRC de 1870 previera que la llevanza de los Registros Municipales por los Jueces Municipales debía hacerse con la necesaria asistencia de los Secretarios Judiciales que prestarían sus servicios en estos Juzgados?; ¿pretendía el legislador una atribución colegiada de la llevanza de los Registros Civiles Municipales, o esa asistencia no debe entenderse en tal sentido?; ¿añadía la presencia del Secretario Judicial un plus al correcto ejercicio de las funciones registrales civiles en los Registros Municipales o, por el contrario, en nada contribuyó a la calidad técnica del servicio?

			Para tratar de dar respuesta a estos interrogantes, quizás sea necesario explicar el por qué el legislador optó por esta estructura orgánica en apariencia colegiada de los Registros Civiles Municipales, para lo cual es necesario traer a colación la coincidencia temporal de otras normas con las mencionadas anteriormente, promulgadas en el periodo que comprende fundamentalmente de 1862 hasta 1907 y que regulan o se refieren a la figura del Secretario Judicial; normas éstas que, por tanto, o bien anteceden o bien son coetáneas e incluso posteriores a las normas que estrictamente regularon esta clase de Registros Civiles y de las que atribuyeron su llevanza a los Jueces Municipales.

			Contextualizar históricamente la figura del Secretario Judicial en estos años de la segunda mitad del siglo XIX en torno a 1870 es fundamental para entender por qué el legislador lo situó en el epicentro de la creación y puesta en funcionamiento de los Registros Civiles de base municipal junto a los Jueces Municipales en la LRC de 1870 y su Reglamento (ubicación que se mantuvo con posterioridad en la LRC de 1957 y su RRC de 1958, hasta llegar a nuestros días, como veremos en epígrafes posteriores).

			Para entender la figura del Secretario Judicial en tanto asistente del Juez Municipal en el ejercicio de sus funciones registrales civiles, como punto de partida conviene poner de manifiesto el contexto histórico de la propia Justicia Municipal que, tal y como relata y recuerda COBOS GAVALA85, en el periodo que comprende desde la promulgación de la Ley Provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870 y hasta la entrada en vigor de la Ley reorganizando la administración de justicia en los Juzgados municipales de 5 de agosto de 1907 (a la que aludiremos en el epígrafe siguiente) se caracterizó fundamentalmente por dos notas: por un lado, una clara y constante politización de la función jurisdiccional, y, por otro, la aspiración a la profesionalización de los Jueces que habrían de ejercitarla y de la que carecían absolutamente.

			Aun cuando la regulación que la Ley Provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870 hace de los Jueces Municipales supuso a decir de esta autora86 emprender el camino para «desconectar la Justicia Municipal de los municipios87 convirtiéndola en el último grado de la justicia estatal»88, lo cierto es que «tuvo en esta ley un desarrollo simplemente embrionario» porque, en lo que atañe a los Jueces Municipales, éstos no solo carecían de competencia profesional, sino, además, «de independencia y de suficiente protección económica, por lo que la política caciquil hizo fácilmente presa en ella influyendo poderosamente en su nombramiento y actuación»89.

			Sin embargo, esa falta de competencia profesional, de capacitación técnico-jurídica, de la que adolecían los Jueces Municipales contrastaba con la atribución que la Ley Provisional sobre organización del Poder Judicial de 1870 les hizo tanto de funciones jurisdiccionales relativamente complejas (en la jurisdicción civil y en la penal)90, como con las competencias en tanto Encargados de los Registros Civiles de base municipal que les atribuyeron la LRC de 1870 y su Reglamento, y aun con las que la Ley Provisional de Matrimonio Civil de 1870 les encomendó en materia de práctica de diligencias preliminares a la celebración de matrimonios civiles, de la propia celebración de matrimonios civiles o de resoluciones sobre divorcio o nulidad de matrimonio91.

			No obstante, en años posteriores a 1870 el legislador intentó una tímida tecnificación de los Jueces Municipales en dos normas separadas diez años en el tiempo que no lograron, finalmente, su propósito: por un lado, el Real Decreto de 2 de junio de 1883 que, como señala COBOS GAVALA92 aun reconociendo en su Exposición de Motivos «la conveniencia de constituir un cuerpo de Jueces municipales como primer grado de la escala judicial (…) admitía que dada la imposibilidad presupuestaria (…) la necesidad obliga a poner la jurisdicción municipal en manos de personas muy poco aptas y con frecuencia influidas por personas o intereses de la localidad»; y, por otro, la Real Orden de 23 de abril de 1893 que dispuso que «en las propuestas para Jueces municipales que hicieran los Jueces de Primera Instancia, debía guardarse un orden de preferencias93 encaminadas a implantar el Juez Municipal técnico».

			Resulta, asimismo, cuando menos llamativo que en disposiciones posteriores en el tiempo a las antes mencionadas, como es el caso, de la Real Orden de 21 de agosto de 1895, no se concediera la más mínima importancia a las funciones jurisdiccionales y menos aún a las registrales de los Jueces Municipales destacándose, por el contrario, como su característica principal «su carácter pacificador y de concordia, entendiendo que no era la capacidad jurídica la que la ley buscaba en primer término para estos órganos, sino la capacidad moral»94 más propia de los Jueces de Paz a los que aquéllos se equiparaban y de los que eran herederos.

			Es por ello que, como señala COBOS GAVALA95, la mencionada Real Orden de 1895 hizo «hincapié en la discrecionalidad de los Presidentes de las [entonces denominadas] Audiencias Territoriales al hacer las designaciones [de los Jueces Municipales], afirmando que en lo sucesivo, sujetaren dichos nombramientos a los preceptos de la Ley Orgánica [Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870], teniendo en cuenta la citada preferencia a favor de los letrados pero sin confundir la recomendación con el mandato, ya que (…) la ley busca ante todo jueces honrados, imparciales e independientes sean o no letrados…».

			Por consiguiente, el legislador en esta Real Orden de 1895 involuciona los requisitos exigibles a los Jueces Municipales y vuelve a primar la preferencia por sujetos con escasa o nula capacidad técnica para el ejercicio de funciones contenciosas y, por ende, de funciones registrales, primando nuevamente su naturaleza y función conciliadora y pacificadora para la que no era necesaria capacitación profesional alguna96.

			Pues bien, en este contexto orgánico construido por las normas promulgadas en 1870 (y por las posteriores a ellas) irrumpe la figura del Secretario Judicial (denominación que sustituye a la de Escribano de actuaciones que se empleaba hasta entonces) que, por primera vez, es objeto de regulación con entidad propia en el Título IX de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 que llevaba por rúbrica Cuerpo de auxiliares de los Juzgados y Tribunales y cuyas funciones se desarrollaron en el Capítulo Primero, dedicando en su Sección Segunda una específica y separada mención a los Secretarios Judiciales de los Juzgados Municipales.

			Tiene trascendencia, y mucha, la previsión expresa de un inédito Estatuto de los Secretarios Judiciales en esta Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 187097, no solo desde el punto de vista orgánico, sino, en lo que atañe a nuestro estudio, por el papel que jugaron a partir de entonces en la llevanza de los Registros Civiles Municipales como asistentes de los Jueces Municipales, ya que los preceptos que aquélla contenía relativos a los Secretarios no contemplaban expresamente (al igual que para los Jueces Municipales) esta función registral civil, que solo se preveía, igualmente, tanto en la LRC de 1870 como en su Reglamento y, por consiguiente, en disposiciones de naturaleza exclusivamente sustantiva.

			Llegados a este punto, es necesario detenernos en las razones históricas que explican el por qué el legislador de 1870 decide regular este Estatuto Orgánico de los Secretarios Judiciales en la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 en la creencia de que ello va a contribuir a entender los motivos que le impulsaron asimismo a atribuirle un papel tan relevante de asistencia a los Jueces Municipales en la llevanza de los Registros Civiles de base municipal.

			Conviene para ello partir de las premisas de que, por un lado, los Secretarios Judiciales fueron considerados por la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 como auxiliares de los Juzgados y Tribunales junto con los «archiveros judiciales»98 y los «oficiales de Sala»99 (art. 472 de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870); y que, por otro lado, bajo la denominación común de «Secretarios Judiciales» preveía la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 diferentes categorías la primera de las cuáles era, precisamente, la de Secretario «De Juzgados municipales» a la que se sumaban las «De Juzgados de instrucción», «De Tribunales de partido», «De Salas de justicia de las Audiencias» «De gobierno de las Audiencias», «De Salas de justicia del Tribunal Supremo» y «De gobierno del Tribunal Supremo» (art. 473 de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870).

			Sin embargo, hemos de destacar que, si bien la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 contemplaba en su artículo 474 la exigencia a la totalidad de los Secretarios Judiciales (fuese cual fuese la categoría que ostentaran de las previstas en su art. 473) del cumplimiento de unas «condiciones comunes» para acceder a este cargo, a renglón seguido y separadamente regulaba las «condiciones especiales» exigibles a cada categoría, siendo, sin lugar a dudas, las más laxas, las previstas para acceder al cargo de Secretario de Juzgado Municipal.

			Paradójicamente, a los Secretarios de los Juzgados Municipales, como condición común e imprescindible para acceder a esta categoría, se les exigía, ante todo, reunir las condiciones que el artículo 109 de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 requería para ser Juez o Magistrado, precepto éste al que hemos hecho alusión anteriormente y en el que se preveían una serie de condiciones etarias, éticas y ligadas a la imparcialidad de los Jueces en el ejercicio de sus funciones, aplicables por consiguiente a los Secretarios pero que, en ningún caso, se refieren a la capacitación técnico-jurídica de aquéllos y, por ende, tampoco de éstos últimos.

			Por el contrario, en lo que a las condiciones especiales que habían de concurrir en los Secretarios de los Juzgados Municipales se refiere, la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 establecía una radical diferenciación entre éstos y los Secretarios de las restantes categorías a los que se les aplicaban mayores exigencias de capacitación técnica, ya que, en efecto, mientras estos últimos requerían para su nombramiento «1.º Estar graduado de licenciado en Derecho en Universidad costeada por el Estado, ó ser abogado ó recibido por los Tribunales cuando estaban autorizados para ello, ó haber obtenido la habilitación necesaria para hacer oposición á esta clase de Secretarías en virtud de los estudios y del examen previo que señalen los reglamentos. 2.º Ser peritos en taquigrafía. 3.º Haber obtenido la plaza por oposición» (art. 500 de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870), sin embargo, los Secretarios de Juzgados Municipales no necesariamente habían de ostentar ninguna capacitación técnico-jurídica para ejercer sus funciones, aunque en el artículo 495 de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 se primara a los que sí la poseían (aun cuando fuera mínima) al establecer expresamente que «se preferirá para las funciones de secretario y suplente de secretario de los Juzgados municipales á los que tuvieren algunos conocimientos jurídicos adquiridos en estudios profesionales ó en la práctica de negocios judiciales».

			Por consiguiente, a la carencia de conocimientos técnico-jurídicos de los Jueces Municipales había que sumar la misma falta de capacitación jurídica suficiente de la mayoría de los Secretarios Judiciales para ejercer sus funciones de asistentes de estos Encargados en el ejercicio de sus competencias registrales civiles (y también contenciosas).

			No obstante, el origen de esta ausencia de exigencia de capacitación técnico-jurídica a esta concreta categoría de Secretarios Judiciales de los Juzgados Municipales en la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 tiene una explicación histórica ya que, como veremos a continuación, así como el antecedente orgánico del Juez Municipal (ex Juez de Paz) se encontraba en la figura del Alcalde a quien sucede en las funciones jurisdiccionales que éste ejercía, la figura del Secretario Judicial del Juzgado Municipal se hallaba íntimamente ligada a la del Secretario Municipal con la que convivió y se confundió durante décadas.

			Para explicar esta estrecha relación que durante un periodo prolongado de la historia judicial y registral civil de nuestro país existió entre el Secretario Municipal y el Secretario de Juzgado Municipal hemos de situar ambos cargos en el contexto normativo existente en 1870, acudiendo para ello no solo a las ya mencionadas LRC de 1870 y su Reglamento y a la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870, sino también a otras normas de naturaleza tanto administrativa como orgánica que aplicadas conjuntamente nos ayudarán a entender por qué todo ello constituyó un serio obstáculo añadido a la plena y eficiente implantación de la institución registral en el ámbito específico de la gran mayoría de los Registros Civiles Municipales.

			El vínculo que liga a Secretarios de Ayuntamiento y Secretarios Judiciales de los Juzgados Municipales se infiere de varias circunstancias: de los orígenes históricos de ambas figuras (que transitan paralelamente), de la compatibilidad o incompatibilidad del ejercicio simultáneo de ambos cargos o de la obvia relación entre la demarcación judicial de estos Juzgados y la demarcación de los Registros Civiles Municipales coincidentes en ambos casos en la unidad territorial del Municipio100.

			En lo que respecta a los antecedentes históricos de los Secretarios de los Juzgados Municipales conviene advertir previamente que, a pesar de que la mayoría de los autores101 que han analizado en profundidad esta figura en relación con la totalidad de las categorías de Secretarios Judiciales, afirman casi unánimemente que sus orígenes han de situarse en la del Notario-Escribano de actuaciones (o Escribano actuario), lo cierto es que tal aseveración no se correspondería, en el contexto de la LRC de 1870 y su Reglamento, la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 y otras muchas normas anteriores, coetáneas o posteriores en el tiempo, con la realidad, al menos en lo que específicamente atañe a la categoría de Secretarios de los Juzgados Municipales (y no a todos ellos).

			En este sentido HERCE QUEMADA102 ya puso de manifiesto, tras un examen exhaustivo de los antecedentes históricos de la figura contemporánea del Secretario Judicial, que si bien la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 pretendió al regular el Estatuto de los Secretarios Judiciales «unificar los Secretarios de los Juzgados y Tribunales bajo la denominación común de Secretarios Judiciales, aunque conservaron diferentes nombres según el órgano jurisdiccional donde prestaban sus servicios», lo cierto es que «es conveniente advertir que si con la denominación genérica de Secretarios judiciales se comprende, en sentido amplio, a todos los Secretarios de los Juzgados y Tribunales, específicamente se aplica con carácter exclusivo, dicha denominación a los Secretarios de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción», por lo que, en puridad, los Secretarios de los Juzgados Municipales parecían quedar excluidos de esta categoría constituyendo una suerte de cuerpo separado informado por unas peculiares características, como efectivamente ocurrió más tarde, en un momento histórico muy alejado en el tiempo, como consecuencia de la promulgación de la Ley de 19 de julio de 1944 de Bases para la reforma de la Justicia Municipal (en adelante, Ley de Bases de 1944), a la que aludiremos en epígrafes posteriores.

			Estas peculiaridades no solo se manifestaban en el ámbito jurisdiccional de su actuación sino también en el ámbito del ejercicio de las funciones registrales civiles, ya que, con anterioridad a la entrada en vigor de la LRC de 1870 y su Reglamento (y, por ende, la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870) hay que recordar y tener en consideración que en aplicación de las normas administrativas entonces vigentes, la llevanza de los Registros Civiles de ámbito municipal no la ostentaban los Secretarios Judiciales sino que se había encomendado a los Ayuntamientos siendo ejercida desde 1841 por los Secretarios Municipales (aunque siguieran ostentando estas funciones registrales los párrocos y curas-párrocos), quienes actuaban, en no pocas ocasiones, a su vez, como Notarios-Escribanos de actuaciones103 (antecedentes de los actuales Secretarios Judiciales que tenían encomendadas las funciones de fe pública tanto judicial como extrajudicial que ejercían indistintamente) de los entonces Juzgados de Paz (cargos ambos compatibles, por entonces), no siendo extraño, además, que, a la inversa, las Secretarías Municipales fueran ocupadas por Notarios-Escribanos de actuaciones.

			Aun a pesar de la coincidencia en el ejercicio de las funciones municipales y jurisdiccionales de los cargos mencionados, sin embargo, la situación más frecuente con anterioridad a las normas de 1870, como señalan TOSCAS I SANTAMANS y AYALA I DOMÈNECH104, se producía en particular en los municipios donde no existían Notarios-Escribanos de actuaciones en los que los Secretarios Municipales ejercían, a la vez, como Secretarios de los Juzgados de Paz, lo que con menos frecuencia sucedía en aquellos otros en los que sí actuaban estos Notarios-Escribanos.

			Pero no podemos perder de vista que hasta que se promulgan las normas de 1870, la llevanza de estos Registros Civiles se residencia en los Secretarios Municipales, esto es, en una autoridad administrativa, por lo que carece de trascendencia, en lo que respecta a las funciones registrales civiles, que en los primeros compases del siglo XIX estos funcionarios pudieran ejercer, a su vez, como Secretarios de los Juzgados de Paz ya que en este último aspecto su función era exclusivamente de asistencia al ejercicio de las funciones contenciosas (jurisdiccionales) que ostentaban esos órganos judiciales.

			Caracterizaba a los Secretarios Municipales105 la falta de capacitación técnica y particularmente jurídica para el ejercicio tanto de funciones jurisdiccionales como de las funciones registrales civiles en pequeños núcleos de población ya que durante los siglos XVIII y XIX para ostentar este cargo no se requería, en esta clase de municipios, ningún título académico por lo que era un cargo más político que administrativo que ejercían sujetos que eran titulares, a su vez, de otros cargos administrativos (como, por ejemplo, el de maestro de «primeras letras»); mientras que, «por el contrario, en los grandes centros urbanos quien desempeñaba la función de secretario [Municipal] requería, como otros empleos [públicos], título oficial»106, y, por consiguiente, poseía una cierta capacitación técnica que le permitía, con limitaciones, afrontar adecuadamente el ejercicio de esas funciones jurisdiccionales y registrales civiles.

			Así las cosas, se promulga la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862 (en adelante, Ley del Notariado de 1862) cuya trascendencia es innegable tanto desde la óptica administrativa como desde la perspectiva orgánica, y, en particular, destaca el contenido de su artículo 16107 y de las Disposiciones Transitorias Primera, Cuarta, Octava y Novena, lo que tendrá oportuno reflejo e importancia, a la postre, en el ámbito de la titularidad y ejercicio de las funciones registrales civiles, ya en el marco temporal de la legislación tanto registral como orgánica de 1870.

			Y, en efecto, desde la óptica orgánica, con la entrada en vigor de la Ley del Notariado de 1862 la figura del Notario108 se desliga y distingue de la del Escribano de actuaciones lo que supuso la definitiva separación de la fe pública privada o extrajudicial y la fe pública judicial que, a partir de entonces, ostentarán y ejercerán separada y respectivamente cada uno de ellos.

			Pero, además, en el plano administrativo, la Ley del Notariado de 1862 declaraba, asimismo, la incompatibilidad entre el cargo de Notario y el de Secretario Municipal, añadiendo posteriormente una Real Orden de 15 de noviembre de 1864 que, asimismo, el cargo de Secretario Municipal y el de Escribano de actuaciones109 también serán incompatibles.

			Por consiguiente y en síntesis, ya antes de la promulgación de las normas de 1870 y con posterioridad a la Ley del Notariado de 1862, los cargos de Secretarios Municipales y Notarios-Escribanos de actuaciones pasan a ser cargos incompatibles entre sí.

			No obstante, cabría preguntarse, como lo hacen TOSCAS I SANTAMANS y AYALA I DOMÈNECH110, si en la práctica estas incompatibilidades se llevaron a efecto, para contestar, a renglón seguido, que no se aplicaron de manera uniforme, por lo que particularmente, en lo que a la titularidad de la función registral civil interesa, en aquellos casos en los que los Secretarios Municipales eran, a su vez, Escribanos de los Juzgados de Paz, tales cargos seguían siendo ostentados por los primeros no siendo operativa, por consiguiente, tal incompatibilidad.

			En este contexto de compatibilidad de facto entre el cargo de Secretario Municipal y el de Escribano de actuaciones de los Juzgados de Paz, el legislador de 1870 parece plegarse a esta realidad regulándola expresamente, de tal manera que, a pesar de que la llevanza de los Registros Civiles Municipales se sustrae a los Ayuntamientos y, por consiguiente, a sus Secretarios, entregándola a los Jueces Municipales (ex Jueces de Paz) asistidos por los nuevos Secretarios de Juzgados Municipales, lo cierto es que tal compatibilidad se limita a los supuestos previstos en el artículo 497 de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 que disponía que «el cargo de secretario y de suplente de secretario de Juzgado municipal será compatible con todo empleo y cargo público cuyo desempeño sea conciliable con él en las poblaciones que no lleguen á 500 vecinos. En las que excedan de este número de vecinos, los expresados cargos serán incompatibles con todo empleo, cargo ó comisión retribuidos por el Gobierno, por la provincia o por los pueblos».

			Para TOLIVAR ALAS111, en la exigua retribución a los Secretarios de los Juzgados Municipales «que podría esperarse en algunos pueblos» se encontraba otro de los motivos que impulsaron al legislador de 1870 a regularizar legalmente la compatibilidad de facto de estos cargos, y, más específicamente, del cargo de Secretario Municipal del respectivo Consistorio con el de Secretario del Juzgado Municipal en los Municipios de menos de 500 vecinos; aunque entiende este autor que, no obstante, «la Ley Municipal, de 20 de agosto de 1870, parecía vedar tal posibilidad al declarar nuevamente incompatible la Secretaría del Ayuntamiento con la condición de empleado en activo de toda clase», entendiendo por tal empleo, entre otros, el de Secretario del Juzgado Municipal.

			Paralelamente conviene recordar que, como se ha señalado anteriormente, la LRC de 1870 y su Reglamento atribuyeron funciones de asistencia de los Secretarios Judiciales a los Jueces Municipales en el ejercicio de las funciones de estos últimos como Encargados del Registro Civil y que tales funciones era posible que fueran ejercitadas, por compatibilidad en los supuestos antes mencionados, por los Secretarios Municipales respectivos lo que, evidentemente, implicaba que la llevanza de los Registros Civiles Municipales siguiera, en parte, en manos de la administración municipal, no lográndose alcanzar plenamente la total judicialización del servicio registral civil.

			No obstante siendo permisible que el Secretario Municipal ejerciera, a su vez, como Secretario del Juzgado Municipal respectivo y, por consiguiente, como asistente del Juez Municipal en el ejercicio de sus funciones como Encargado del Registro Civil del Municipio en los supuestos de poblaciones de menos de 500 habitantes, lo cierto es que el artículo 495 de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 prefería, como se ha adelantado, para el ejercicio del cargo de Secretario del Juzgado Municipal a quienes tuvieran algunos conocimientos jurídicos adquiridos «en estudios profesionales o en la práctica de negocios judiciales».

			Pero estar en posesión de esos conocimientos jurídicos requería su acreditación fehaciente, por lo que al año siguiente de la promulgación de la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 se publica el Real Decreto y Reglamento de 10 de abril de 1871 para la provisión de Secretarios Judiciales (en adelante, Reglamento de 1871)112, cuya Sección Segunda, que llevaba por rúbrica «De los aspirantes a las plazas de Secretarios y suplentes de los Jueces Municipales», preveía en el artículo 1.º, párrafo primero, que «los conocimientos jurídicos que, con arreglo al artículo 495 de la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial, darán preferencia para las funciones de Secretarios y suplentes de Secretarios de los Juzgados Municipales se acreditarán en un examen que se verificará en el tiempo y forma que determina este Reglamento», siendo que una de las materias objeto de este examen fueron, precisamente, las «Leyes de Matrimonio y Registro Civil y Reglamentos dictados para su ejecución» (art. 7.º del Reglamento de 1871113).

			A pesar de prever la realización de un examen para acreditar los conocimientos jurídicos de los aspirantes al cuerpo de Secretarios y suplentes de Secretarios de los Juzgados Municipales, el párrafo segundo del artículo 1.º del Reglamento de 1871 establecía, no obstante, que estos conocimientos se tendrían por acreditados «sin necesidad de examen a los Abogados y a los que tengan ganados y aprobados en establecimientos públicos costeados por el Estado, por la Provincia o por los pueblos los estudios que las leyes exigen para ser Notarios».

			De todo ello se puede inferir que la pretensión del legislador de 1870 era excluir la posibilidad de que la mayor parte de los Secretarios Municipales siguieran compatibilizando sus cargos con los de los Secretarios de los Juzgados Municipales respectivos, apostando, por consiguiente, por una profesionalización técnico-jurídica de estos últimos.

			De la variada normativa aprobada con posterioridad al Reglamento de 1871 se deduce, por el contrario, una evidente perversión de la pretensión de la capacitación técnico-jurídica de la mayoría de los Secretarios de Juzgados Municipales que había pergeñado el legislador, de tal manera que acaban siendo mayoría los que carecían de conocimientos jurídicos.

			De esta normativa posterior al Reglamento de 1871 hemos de destacar la Real Orden de 18 de abril de 1872 sobre el valor de los nombramientos de los Secretarios de Juzgado Municipal hechos antes y después de la Ley Orgánica del Poder Judicial dictada por el Ministerio de Gracia y Justicia en respuesta a una consulta elevada por algunos Presidentes de Audiencias y varios Secretarios de Juzgados Municipales temerosos de ser libremente separados de sus cargos como consecuencia de las exigencias de acreditación de conocimientos jurídicos y de reconocerse incapaces de superar el examen al que habrían de someterse.
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